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SUMARIO 

1 , Continúa la consideración en particular del dictamen 
da la Comisión de Presupuesto y Hacienda en el 
proyecto de ley del Poder Ejecutivo por el que se 
establece el presupuesto general de la administra-
ción nacional para el ejercicio fiscal de 1986 (44-
P.E. -85 y 52-P .E . -85) . Se aprueban los artículos 13 
a 31 inclusive, con modificaciones. (Pág. 1766 . ) 

2 . Apéndice: 

Inserciones. (Pág. 1795.) 

— E n Buenos Aires, a los dieciocho días del 
mes de junio de 1986, a la hora 19 y 13: 

1 

P R E S U P U E S T O D E L A ADMINISTRACION 
NACIONAL PARA 1986 

Sr. Presidente (Pugliese). — Continúa la sesión. 
Prosigue la consideración en particular del 

dictamen de la Comisión de Presupuesto y Ha-
cienda en el proyecto de ley del Poder Ejecutivo 
por el que se establece el presupuesto general 
de la administración nacional para el ejercicio 
fiscal de 1986 \ 

i Véase el texto del dictamen en el Diario de Sesio-
nes del 7 al 8 de mayo de 1986, página 118. 

E n consideración el artículo 13. 
Tiene la palabra el señor diputado por L a 

Pampa. 

Sr. Matzkin. — Señor presidente: el artículo 
que estamos analizando se refiere, como casi 
todos los del presupuesto, al otorgamiento de 
facultades al Poder Ejecutivo. E n este caso en 
particular, las facultades que el Poder Ejecutivo 
solicita al Congreso se vinculan con el endeuda-
miento de nuestro país y con los procedimientos 
para manejarlo. 

Sobre este tema nuestra bancada ha expresa-
do reiteradamente sus puntos de vista en varias 
ocasiones. E n consecuencia, mis argumentos se 
basarán en las posiciones que coherentemente 
ya hemos tratado de explicar a este cuerpo. E n 
virtud de ellos voy a proponer la siguiente re-
dacción alternativa: "Sustitúyase el artículo 33 
de la ley 11,672 (Complementaria Permanente 
de Presupuesto) modificado por el artículo 3 4 de 
la ley 16.432 y por la ley 16.911, por el siguiente: 
Para la atención de los gastos que, por dispo-
sición legal, deben cubrirse con la negociación 
de empréstitos, a propuesta del Poder Ejecutivo 
nacional, una ley especial determinará la opor-
tunidad, monto y condiciones generales y espe-
pecíficas de los mismos." 

Con esta disposición que proponemos trata-
mos de reivindicar una vez más la función de 
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este Parlamento, que se basa en fundamentos 
constitucionales. D e esta manera, en cada opor-
tunidad en que ,sea necesario contratar un em-
préstito se analizará la propuesta del Poder Eje-
cutivo y se dictará una ley especial que deter-
mine las formas y condiciones de cada caso 
específico. Así evitaremos sancionar una delega-
ción de carácter global. 

Sr. Presidente (Pugliese). — Tiene la palabra 
el señor diputado por la Capital. 

Sr. Rodríguez (Jesús). — Señor presidente: pe 
trata de una delegación genérica cuyo texto, con 
ligeras variantes, es el mismo que el vigente en 
años anteriores. Esta norma sirve de respaldo 
legal para la negociación de empréstitos de la 
deuda pública interna o externa, estableciendo 
el monto límite al que deberá ajustarse el Poder 
Ejecutivo. 

L a comisión fio acepta la modificación pro-
puesta por el señor diputado Matzkin; es decir 
que mantenemos el texto del dictamen original. 

Sr. Presidente (Pugliese). — Tiene la palabra 
el señor diputado por Buenos Aires. 

Sr. Monserrat. — Señor presidente: estamos en 
presencia de una nueva delegación de facultades, 
de extrema gravedad, en este caso, porque se 
trata nada menos que de delegar facultades que 
son propias del Congreso de la Nación, cuales 
son las de realizar operaciones de crédito a me-
diano y largo plazo y emitir títulos de la deuda 
pública. Y no sólo delegamos la facultad de emi-
tir títulos sino que también expresamente se dice 
que lo podrá hacer el Poder Ejecutivo en la can-
tidad y condiciones que considere convenientes. 

Dentro de esta línea de pensamiento, que re-
chazados categóricamente, se incluye una fa-
cultad para que el Banco Central utilice el fi-
nanciamiento externo y lo transfiera al Tesoro 
nacional. 

E n el conjunto de este proyecto podemos ob-
servar que son más los artículos destinados a 
delegar facultades del Parlamento en el Poder 
Ejecutivo que los orientados a fijar las pautas 
básicas o los lineamientos fundamentales de este 
presupuesto. Estos últimos son apenas siete, mien-
tras que para delegar facultades podríamos men-
cionar los artículos 8?, 9?, 10, 11, 13, 15, 31, 32, 
41, 5 0 y algunos más. 

Rechazamos rotundamente e,sta declinación de 
facultades y responsabilidades propias del Par-
lamento. M e parece más adecuada la proposi-
ción del señor diputado Matzkin, pero como ha 
sido rechazada por el señor presidente de la 
Comisión de Presupuesto y Hacienda evidente-
mente se va a insistir en un texto que incluso 
contiene fallas de redacción, ya que en su pá-
rrafo final dice que el límite para el financia-

miento externo que obtenga el Banco Central 
podrá alcanzar el importe fijado en ese mismo 
artículo. E s fácil advertir que el presente artículo 
no fija ningún importe, por lo que pienso que 
en todo caso podría decir: . .hasta alcanzar el 
importe que surja de la aplicación de este ar-
tículo en función de lo determinado en el artículo 
69". 

E l hecho de que el artículo 13 no fije importe 
alguno demuestra una vez más lo que hemos 
venido señalando durante el tratamiento de este 
proyecto de ley en el sentido de que para nin-
guno de los aspectos fundamentales que debe 
abarcar el presupuesto existe la más remota po-
sibilidad de considerar como cierta y determi-
nada una cifra. Todas las cantidades se pueden 
modificar o alterar haciendo uso de las faculta-
des que se acuerdan por este mismo texto. 

Para nosotros lo más grave del caso es que el 
artículo 13 se vincula con el 6 9 , siendo este úl-
timo el que determina la necesidad de financia-
miento para atender las erogaciones previstas en 
el artículo 5P , que incluyen las amortizaciones 
de la deuda externa. Como lo hemos expresado 
reiteradas veces, no compartimos la estrategia 
seguida al respecto ni la extralimitación en que 
ha incurrido el Poder Ejecutivo al avanzar en 
este tema de la renegociación de la deuda ex-
terna. E n consecuencia, jamás podríamos estar 
de acuerdo con lo que se determina en este ar-
tículo y menos aún luego de escuchar lo que ha 
expresado el señor miembro informante de la 
mayoría — q u e refuerza nuestra posición—, quien 
ha afirmado que esta disposición es la que da 
el respaldo legal para la negociación o renego-
piación de empréstitos de la deuda externa que 
lealiza el Poder Ejecutivo. 

Por estas razones votaremos negativamente el 
artículo en consideración. 

Sr. Presidente (Pugliese). — Si ningún otro se-
ñor diputado va a hacer uso de la palabra, se 
va a votar el artículo 13. 

—Resulta afirmativa. 
—Sin observaciones, se vota y aprueba el 

artículo 14. 

Sr. Presidente (Pugliese). — E n consideración 
el artículo 15. 

Tiene la palabra el señor diputado por L a 
Pampa. 

Sr. Matzkin. — Señor presidente: este artículo 
se relaciona con una nueva facultad — ¡ v a y a no-
vedad!—, por la cual el Poder Ejecutivo queda 
autorizado a consolidar la deuda flotante y de 
corto plazo del Tesoro nacional. Ello significa 
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que el Ejecutivo puede emitir títulos ele la deuda 
pública y realizar otras operaciones de crédito. 

A pesar de que la redacción del artículo, casi 
en su totalidad, es del tipo habitual, nos suscita 
la misma objeción que presentáramos el año pa-
sado y que es muy razonable. Creemos que la 
deuda que se puede consolidar es la que llega 
hasta el 31 de diciembre de 1985 y que esta fa-
cultad para consolidar no puede extenderse a la 
deuda contraída o que se pueda contraer hasta 
el 31 de diciembre de 1986, porque ello no sería 
otra cosa que institucionalizar la "bicicleta": el 
Ejecutivo hace uso de las facultades de los ar-
tículos anteriores hasta los límites previstos y 
posteriormente aplica este artículo 15, consolida 
la deuda flotante, vuelve a liberar el cupo, y así 
sucesivamente hace uso de este tipo de faculta-
des en forma totalmente ilimitada. 

Estaríamos dispuestos a votar este artículo fa-
vorablemente si en lugar de "1986" dijera "1985". 

Sr. Presidente (Pugliese). — ¿Acepta la co-
misión? 

Sr. Rodríguez (Jesús). — No, señor presidente. 
Sr. Presidente (Pugliese). — Se va a votar el 

artículo 15 conforme al texto que aparece en el 
dictamen de la comisión. 

—Resulta afirmativa. 
—Sin observaciones, se votan y aprueban los 

artículos 16 y 17. 

Sr. Presidente (Pugliese). — E n consideración 
el artículo 18. 

Tiene la palabra el señor diputado por Buenos 
Aires. 

Sr. Monserrat. — Señor presidente: había pe-
dido la palabra para hablar acerca del artículo 
anterior, pero usted no me vio y se procedió 
a la votación. Pero no importa, porque este ar-
tículo . . . 

Sr. Presidente (Pugliese). — L e ruego me dis-
culpe, señor diputado. 

Sr. Monserrat. — De acuerdo, señor presiden-
te. Digo que no importa porque el artículo 17 
tiene alguna vinculación con el que ahora está 
en consideración. 

Deseo hacer referencia a que ambas disposi-
ciones tienen relación entre sí, porque en el 17 
se establece la participación para el presente 
ejercicio del Instituto de Ayuda Financiera para 
Pagos de Retiros y Pensiones Militares y se de-
termina que no podrá ser inferior al 36 por cien-
to del monto total de esos haberes, retiros y 
pensiones militares. D e ello resulta entonces que 
el 64 por ciento restante es un aporte que reali-
zará directamente el Tesoro nacional. 

E n el artículo 18 se fija la suma global co-
rrespondiente a las erogaciones por prestaciones 
de las cajas nacionales integrantes del sistema 
nacional de previsión para el ejercicio 1986, y 
de las planillas anexas a las que se hace refe-
rencia surgen los montos correspondientes a los 
recursos propios del sistema y al aporte que rea-
lizará el Tesoro nacional. E n este caso, el monto 
total de las erogaciones será de 3.856 millones 
de australes, los recursos propios del sistema, 
2.882 millones y el aporte que realizará el Te-
soro, de 973 millones, lo que equivale aproxi-
madamente a un 25 por ciento de las erogaciones 
totales. 

Quiero señalar la clara y notoria diferencia 
que existe entre estos dos grandes sistemas pro-
visionales, es decir el que abarca a la mayor 
parte de la población del país mediante las 
cajas para el personal del Estado, trabajadores 
autónomos y comercio, industria y actividades 
civiles, para las cuales el Estado sólo aportará 
un 25 por ciento del total de sus prestaciones, 
y el Instituto de Ayuda Financiera para Pagos 
de Retiros y Pensiones Militares, al que el Es-
tado auxiliará con un 6 4 por ciento de sus pres-
taciones totales. E s claro que una situación muy 
similar a la actual ya se daba, lamentablemente, 
en el presupuesto del año anterior en cuanto a 
los aportes del Tesoro con relación al total de 
las erogaciones por prestaciones. 

Evidentemente, los montos establecidos en 
estos artículos nos llevan a la situación conocida 
por todos, en la que un 85 por ciento de los 
jubilados se encuentra en el nivel mínimo de 
prestación y percibe un haber que al presente 
es sólo de 80 australes. 

Esta cantidad, ciertamente, no alcanza para 
atender las mínimas o elementales necesidades 
de los pasivos. E s cierto que se acaba de anun-
ciar un incremento del mínimo a 95 australes y 
del 7 por ciento para las restantes jubilaciones 
de este sistema. Pero, de todos modos, aún si-
guen estando estas prestaciones en niveles 
totalmente desconectados de la realidad econó-
mica y social que vive el país. 

Todo ello motiva que los sectores represen-
tativos de los jubilados y las organizaciones de 
los trabajadores —la CGT, concretamente— es-
tén reclamando un mínimo de 120 australes. 

—Varios señores diputados hablan a la vez, 

Sr. Monserrat. — Señor presidente: parecería 
que a muchos diputados no les interesa dema-
siado el problema de los jubilados, pero quiero 
desarrollar una idea que encierra una propuesta 
concreta sobre este tema y que pienso hacer 
llegar a la Presidencia. 
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Decía, entonces, que aquí se observa un claro 
incumplimiento de la legislación vigente, las 
leyes 18.037 y 18.038, que determinan los ni-
veles porcentuales que deben alcanzar las jubi-
laciones en relación a los haberes de los agentes 
en actividad que se encuentren en la misma 
situación o en la misma categoría que el pasivo. 

Los regímenes legales establecen una escala 
que va del 70 al 82 por ciento, como asimismo 
determinan que todo aumento salarial acorda-
do a los trabajadores en actividad, cuando ex-
ceda del 10 por ciento, debe ser computado 
para determinar los haberes de los jubilados. 
Pero esto no sucede; tampoco ha venido ocu-
rriendo desde hace mucho tiempo, y por cierto 
no m e estoy refiriendo sólo al período de actua-
ción del gobierno constitucional. 

D e todas maneras, la realidad nos muestra 
que en esta materia se ha llegado a un límite 
sin duda intolerable, ya que según datos ofi-
ciales el haber o la prestación media a los jubi-
lados está en el 23,4 por ciento del haber 
medio que percibe el trabajador en actividad. 
Sabemos que esto es consecuencia de un sis-
tema que está absolutamente desquiciado; pero 
nos preocupa el hecho de que este desquicia-
miento, que se produjo durante la dictadura mi-
litar, lamentablemente no ha sido revertido. 

Conocemos las causas de esta situación: el 
achicamiento de la economía; el incremento del 
número de desocupados; la transferencia de ma-
no de obra hacia sectores de baja o nula pro-
ductividad; el crecimiento del llamado cuenta-
propismo, que en líneas generales no realiza 
aportes; la existencia de un importante segmento 
irregular o "negro" en la vida económica, que 
es lo que se denomina la economía subterrá-
nea; la eliminación del aporte patronal, que se 
hizo a partir del 1° de octubre de 1980 por el 
régimen militar; la disminución del nivel de 
los salarios y la consecuente reducción de la 
participación de los trabajadores en el producto 
bruto, que descendió desde 1976, cuando es-
taba cerca del 50 por ciento, a menos del 30 
por ciento hacia 1983. Debo decir que esa cifra 
se mantiene al presente, lamentablemente, al 
no revertirse la situación. 

Por último, debemos señalar el problema de 
la evasión, que alcanza niveles muy significa-
tivos y que es reconocida en los propios docu-
mentos oficiales. Dicha evasión está estimada 
en función de los inscritos, pero no lo está en 
relación con algunos aspectos que hemos seña-
lado, como el de la economía subterránea, el 
pago en negro, etcétera. 

De manera que lo señalado lleva a esta situa-
ción catastrófica, donde en lugar de pagarse 

entre el 70 y el 82 por ciento, como correspon-
dería legalmente, se está abonando el 23,4 por 
ciento en términos medios con respecto a los 
trabajadores en actividad. 

L a situación no podrá revertirse evidente-
mente mientras no exista una reactivación eco-
nómica; ésta no se producirá mientras no haya 
inversión, y no habrá inversión mientras el país 
no salga de la actual situación en la que está 
sumido, por obra de las imposiciones externas 
que como consecuencia del compromiso asu-
mido por el Poder Ejecutivo en el marco del 
tratamiento de la deuda externa, determinan 
que nuestros recursos no se apliquen a inver-
siones sino al pago de una deuda ilegítima e 
injustificada. 

Volviendo concretamente a la situación actual, 
aún dentro de la realidad, que es manifesta-
mente inconveniente, ya que no es el ideal que 
existan 1,9 trabajadores en actividad por cada 
trabajador en situación de pasividad, nosotros 
entendemos que podría mejorarse la situación 
de los jubilados como para contemplar por lo 
menos sus actuales reclamos. Todo ello sin de-
jar de señalar también que algo más de cinco 
millones de trabajadores registrados en el sis-
tema están muy lejos de la cifra que se estima 
de acuerdo con documentos oficiales, como po-
blación económicamente activa del país, que 
alcanza a los 11 millones de habitantes. 

Para sostener las prestaciones de 2.770.000 
jubilados y pensionados se recurre a bajos habe-
res, lo cual no logra explicarse teniendo en cuen-
ta que los trabajadores en relación de dependen-
cia aportan de sus salarios el 21,50 por ciento y 
los trabajadores autónomos el 15 por ciento, lo 
que en promedio implica un aporte del 21,43 
por ciento. Considerando que la relación activo-
pasivo es de casi dos a uno, ello debería permitir 
pagar un haber medio superior al 23,4 por cien-
to de lo que perciben los trabajadores en acti-
vidad. 

Todo esto, que parece bastante extraño, se de-
be a un conjunto de razones, pero fundamental-
mente a la mala administración que existe en el 
sistema y al elevado porcentaje de evasión que, 
según datos oficiales, alcanza en el sector de los 
domésticos al 81 por ciento, en autónomos al 
32 por ciento, y en rurales al 36 por ciento, mien-
tras que en el resto llega al 14 por ciento. 

¿Por qué hay tanta evasión? Porque el siste-
ma no cuenta con una efectiva fiscalización; por-
que la Dirección Nacional de Recaudación Pre-
visional está prácticamente desmantelada, ya 
que sus agentes se desvinculan de ella debido a 
las bajas remuneraciones, amén de la aplicación 
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efectiva — q u e allí sí se cumple— del decreto 
de congelamiento de vacantes. ¿Y por qué digo 
que allí sí se cumple? Porque no se aplica en 
todos los casos, como sostuvimos cuando consi-
deramos en general este presupuesto, ya que 
en términos globales la administración nacional 
incrementó sus planteles con 5 0 mil agentes 
desde el 10 de diciembre de 1983 hasta fines 
de 1985. 

¿Qué es lo que se plantea frente a todo esto? 
Una modificación del sistema, que estaría circu-
lando entre las entidades representativas de los 
sectores económicos y sociales pero que, como 
de costumbre, no ha sido enviada para su con-
sideración a este Parlamento, que siempre es el 
último en enterarse de las decisiones oficiales, 
salvo de aquellas que logra conocer por medio 
de los diarios o de la televisión. 

Con esas modificaciones se piensa resolver la 
catastrófica situación por la que atraviesa todo 
el sistema; se busca prolongar la edad jubilatoria 
de 60 a 6 5 años e n los hombres y de 50 a 55 
en las mujeres que estén en relación de depen-
dencia, lo que es absolutamente inconveniente 
e injusto porque se lesionan derechos adquiridos. 
Además, se agravará la situación en que se "en-
cuentran las cajas por la enorme cantidad de 
juicios entablados contra ellas a raíz de que no 
pagan los porcentajes establecidos en las leyes 
en vigencia. Por otra parte, prolongar la edad 
jubilatoria significará llevarla a niveles que es-
tarán por encima de las expectativas de vida, 
por lo menos en ciertas regiones del país. Esto 
además incrementará la desocupación, porque 
disminuirá la posibilidad de ingreso a distintas 
fuentes de trabajo de las nuevas generaciones 
que deberían incorporarse paulatinamente a la 
actividad productiva. 

Paralelamente a estas modificaciones, con la 
idea de subsanar esta verdadera situación de 
bancarrota en que se encuentra todo el sistema 
y el haber de los trabajadores en pasividad, se 
está conversando sobre la idea de crear un sis-
tema privado de jubilaciones. Esto es algo que 
vienen impulsando las cámaras que agrupan a 
las compañías aseguradoras y se está también 
considerando en los niveles oficiales. Hemos to-
mado conocimiento de ello por medio de la in-
formación periodística, y llegamos a la conclu-
sión de que así se quebrará el sistema previsional 
argentino, basado en la solidaridad social y en el 
principio de la universalidad, estableciéndose en 
cambio un sistema totalmente reñido con estos 
principios. Además, esto permitirá que se cana-
licen recursos hacia un sistema privado que no 
ofrecerá ningún tipo de garantías —se trata de 
empresas aseguradoras privadas— y contribuirá 

a que aumente la evasión en el sistema de pre-
visión social, que ya en la actualidad se ve gra-
vemente afectado por este problema. 

Se establecerían así dos clases de jubilaciones: 
una para los sectores de altos ingresos, de ca-
rácter jerarquizado, privilegiado, y otra que se-
rá la que conocemos, totalmente insuficiente. 

Creemos que esta no es la solución que co-
rresponde adoptar, sino que existen otras posibi-
lidades, a pesar del marco de recesión econó-
mica, de falta de inversión y de caída del sala-
rio que vive el país, con baja participación de 
los trabajadores en el producto bruto interno. 

Por lo manifestado, nuestro sector propone 
una nueva redacción de este artículo, fundamen-
tada en la necesidad de cumplir con lo que se 
dijo hacia fines del año 1984, cuando se resta-
bleció el aporte de los empresarios determinado 
por el inciso h) del artículo 8? de la ley 18.037, 
que históricamente fue del 15 por ciento. 

E n esa oportunidad se le fijó e n el 50 por 
ciento de aquel porcentaje, pero se afirmó que 
ese era el primer paso para llegar a incremen-
tarlo hasta el nivel deseado, o sea, el 15 por 
ciento, con lo cual se daría la posibilidad de 
llevar las jubilaciones, no digo a niveles satis-
factorios o que permitan atender debidamente 
todas las necesidades, pero al menos que con-
templen parcialmente lo que están reclamando 
los jubilados y los trabajadores argentinos en 
general. _ 

Para llegar a esta propuesta alternativa hemos 
partido de las siguientes consideraciones. Sobré 
el total de la recaudación, la parte de recursos 
proveniente de los trabajadores en relación de 
dependencia asciende a 2 .688 millones de aus-
trales. L a contribución patronal del 7 ,5 por cien-
to que existe en la actualidad significa el 34 ,88 
por ciento del total de los recursos, mientras 
que el 51,16 por ciento corresponde al aporte 
que realizan los trabajadores, que es del 11 por 
ciento de sus remuneraciones. E l 13,95 por cien-
to restante deriva del 3 por ciento que oportu-
namente hemos transferido de las cajas de sub-
sidios familiares al sistema júbilatorio. 

Nuestra propuesta aumentaría la recaudación 
en un 34,87 por ciento, que aplicado al 81,7 
por ciento del total de los recursos del sistema 
destinado a pagar las jubilaciones y pensiones 
—porque el resto se aplica al P A M I y a otros 
conceptos—, permitiría lograr un ingreso de 
3.150 millones de australes, lo que significa un 
incremento de 9 3 7 millones de australes en la 
recaudación, equivalente al 29,76 por ciento de 
los egresos. 

D e esta manera se podría otorgar un aumento 
del 2 5 por ciento con relación a los salarios vi-
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gentes al 30 de junio de 1986 —tomando en 
cuenta el aumento prometido según el anuncio 
oficial— y establecer el mínimo en 120 aus-
trales, tal como lo exigen las entidades que 
agrupan a los jubilados y pensionados. 

L o que proponemos es perfectamente viable 
y las cifras señaladas permiten advertir que no 
se trata de una utopía, sino de una solución que 
se encuentra dentro de lo realizable en la me-
dida en que se restablezca el aporte patronal 
en su nivel histórico. 

Me adelanto a las críticas que podrían ha-
cerse, como la de que esto no es materia de 
este proyecto de presupuesto: lo es tanto como 
puede serlo incluir en el texto de la norma que 
consideramos la convalidación de la creación 
del nuevo signo monetario, la prórroga de la 
vigencia del PAN o la modificación de los re-
gímenes de promoción industrial. 

Sr. Presidente (Pugliese). — Va a vencer el 
término de que dispone, señor diputado, y to-
davía no ha concretado su propuesta. 

Sr. Monserrat. — Concluyo, señor presidente. 
También quiero aclarar que no necesaria-

mente tal incremento de la contribución patro-
nal debería repercutir en los precios, pues para 
ello se ha dispuesto el control de precios, que 
debería cuidar que aquél resulte absorbido en su 
mayor parte por la rentabilidad empresaria y 
que no sea trasladado al valor de los productos. 
Cabe acotar que se dice que no hay tal ren-
tabilidad, aunque todos sabemos que hay em-
presas descapitalizadas pero no empresarios sin 
capital. 

E l texto que propongo en reemplazo del que 
consta en el dictamen es el siguiente: "Fíjase 
en la suma de A 4.793.506.000 las erogaciones 
por prestaciones de las cajas nacionales de pre-
visión del sistema nacional para el ejercicio 
1986. Fíjase el importe de los recursos y el fi-
nanciamiento para atender dichas prestaciones 
en las sumas de & 3.819.760.000 y A 973.746.000, 
respectivamente, de acuerdo con el detalle que 
figura en las planillas números 25, 26 y 27, 
anexas al presente artículo. 

" L a contribución a cargo de los empleadores 
instituida por el inciso b) del artículo 8 9 de la 
ley 18.037 (texto ordenado en 1976), restable-
cida por el artículo l 9 de la ley 23.081, fíjase 
en el 15 por ciento de las remuneraciones que 
se abonen al personal en relación de depen-
dencia. 

"Auméntanse a partir del l 9 de julio de 1986 
las prestaciones de las cajas del sistema nacio-
nal de previsión en un 25 por ciento con rela-
ción a los haberes vigentes al 3 0 de junio de 

1986. Fíjase a partir de la misma fecha el haber 
jubilatorio mínimo en' la suma de A 120." 

Sr. Presidente (Pugliese). — ¿Acepta la co-
misión? 

Sr. Rodríguez (Jesús). — L a muy enjundiosa 
exposición del señor diputado Monserrat habre-
mos de discutirla en la oportunidad en que el 
Poder Ejecutivo remita al Parlamento el nuevo 
régimen legal de previsión social. Tal iniciativa 
aún no nos ha sido enviada porque está siendo 
motivo de enriquecimiento por parte de los di-
ferentes sectores sociales consultados. 

E n virtud de ello, la comisión no acepta la 
modificación propuesta por el señor diputado 
por Buenos Aires-

Sr. Presidente (Pugliese). — Tiene la palabra 
el señor diputado por Santa F e . 

Sr. Natale. — Según los cálculos que se men-
cionaran en ocasión del debate en general, este 
artículo encierra uno de los aspectos sustancia-
les del déficit del presupuesto nacional. 

L a suma recogida por el artículo 18 del dic-
tamen —3.855.936.000 australes— es inferior, 
como mínimo, en 1.500 millones de australes 
respecto de lo que efectivamente debería com-
putarse a fin de que el sistema provisional ar-
gentino funcionara de acuerdo con los regímenes 
de las leyes 18.037 y 18.038. 

Me permito llamar la atención de los seño-
res diputados sobre este grave problema que 
aflige a nuestro país. Creo que sobre el parti-
cular todos deberíamos pensar en realizar un 
aporte imaginativo para encontrar una solución. 
E s sabido que no está en discusión solamente el 
aspecto financiero al que aludimos, sino esen-
cialmente también una cuestión de justicia con 
todo el sector pasivo argentino. 

E n octubre de 1984 el señor secretario de Se-
guridad Social informó al de Programación E c o -
nómica que con los recursos previstos en ese 
momento solamente se podía atender el 4 4 por 
ciento de las asignaciones pasivas por jubilacio-
nes y apenas el 33 por ciento de los pagos por 
pensiones. 

Ante esta situación, es evidente que el Con-
greso debe dar a luz medidas legislativas porque, 
además, se encuentra constreñido por un cua-
dro jurídico especial que se da actualmente en 
el país. L a Corte Suprema de Justicia de la 
Nación, en fallos que dictara el 30 de julio y el 
8 de octubre de 1985 en las causas "Méndez, E n -
rique s/jubilación" y "Ferro, Pedro Francisco 
José s/jubilación", hizo lugar a los reajustes re-
clamados por jubilados en virtud de la norma 
expresa de la ley 18.037. 

H a c e muy pocos días, el 22 de abril de 1986, 
la Corte hizo lugar a un recurso directo plan-
teado en la causa caratulada "Tallo, Antonio s / 
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jubilación" y en virtud de él revocó un fallo de 
la Sala III de la Cámara Federal de Apelaciones 
del Trabajo, ordenando consecuentemente dic-
tar nueva sentencia que tuviera en cuenta la ju-
risprudencia sentada por la Corte en la materia. 
E n ese instrumento la Corte señala expresamente 
que en los pagos de prestaciones se estaba, efec-
tuando una confiscación en el haber de los re-
clamantes. Con Ja firma de los doctores Augusto 
César Belluscio, Carlos S. Fayt , Santiago Pe-
tracchi y Jorge Antonio Bacqué, la Corte afirma 
entre otras cosas que "frente a los términos de la 
apelación y a los elementos obrantes en la cau-
sa que eran idóneos para esclarecer los hechos 
y probar que la disminución sufrida en el monto 
del haber era confiscatoria, la Cámara no debió 
omitir el tratamiento de las objeciones planteadas, 
máxime cuando se ajustan a lo sostenido por 
este tribunal en conocida jurisprudencia". 

Frente a la concreta insuficiencia en los re-
cursos para atender los reclamos provenientes 
de la aplicación estricta de la ley — c o m o lo es-
tán ordenando decisiones de la Corte Suprema 
a los organismos administrativos— no podemos 
negar que la gravedad del problema es de tal 
magnitud que impone arbitrar medidas legisla-
tivas acordes y a la altura de la situación por la 
que atraviesa el sistema previsional argentino. 

Por eso dije al iniciar mi exposición que en 
este artículo se encontraba encubierta una parte 
importante del déficit real del presupuesto, que 
se incrementa en este solo crédito en no menos 
del 2 ,5 por ciento del producto bruto interno. 
E s necesario que los órganos del Estado nacio-
nal resuelvan este problema adecuadamente en 
virtud de las consecuencias catastróficas que 
tiene para los jubilados y pensionados argentinos. 

Sr. Presidente (Pugliese). — Tiene la palabra 
el señor diputado por L a Rioja. 

Sr. Corzo. — Señor presidente: mi bancada 
sostiene que el artículo 18 del proyecto de pre-
supuesto contiene defectos sustanciales. Yo so-
lamente hablaré de él en lo que se refiere al 
aspecto social y especialmente a los fondos para 
abonar a jubilados y pensionados. Los jubila-
dos cobran en el 85 por ciento de los casos el 
haber mínimo, lo cual habla de la política que 
aplica este gobierno en la materia. Con estas 

. cifras no puede esperarse más que miseria, ham-
bre y muerte provocada por falta de alimen-
tación adecuada. E l ciudadano que ha brinda-
do al país su esfuerzo por treinta años o más, 
se encuentra en las puertas de la desesperación 
por la imposibilidad de hacer frente a elemen-
tales necesidades de subsistencia. 

Todos sabemos que el costo de la canasta fa-
miliar supera con creces los 300 australes men-

suales. D e aquí que con los actuales haberes 
no se pueda vivir ni pueda existir justicia so-
cial. Lamentablemente, si esta situación se pro-
longa se convertirá en un factor desestabilizan-
te pava la democracia que hemos ganado. 

Agravando el panorama sombrío de la situa-
ción de nuestros jubilados y pensionados, el Mi-
nisterio de Trabajo y Seguridad Social ha dado 
un paso más encaminado a despojar de la mitad 
del haber jubilatorio a los trabajadores que in-
gresan a la pasividad. Por la resolución 1.093, 
del 28 de enero último, se dispuso la aplicación 
del índice 0,4815 a las jubilaciones a partir del 
I*? de enero de este año. Esto significa que un 
jubilado que, por el sistema anterior, al jubi-
larse cobraba un exiguo 70 por ciento de sus 
tres mejores ingresos reajustados por índices de 
los últimos diez años, ahora no alcanzará a per-
cibir ni la mitad. Concretamente, se reduce en-
tre el 30 y el 40 por ciento en relación al sueldo 
que percibía en actividad. 

Esta medida, cuya inspiración es incalifica-
ble, colocará a los jubilados aún más en la in-
digencia, anticipando un futuro lamentable pa-
ra ellos, que consagraron su vida al trabajo. Al 
término de su período laboral normal sólo en-
cuentran ahora desamparo, empujándoselos en 
medio de la desesperación a reanudar en con-
diciones indignas la actividad laboral o a sub-
sistir merced a la caridad familiar o a la li-
mosna pública. 

Esta mezquina interpretación técnica de la 
realidad argentina por medio de la resolución 
ministerial comentada, basada en ecuaciones y 
números que buscan equilibrios, una vez más 
recurre al pernicioso sistema de utilizar los in-
gresos de los trabajadores —en este caso de los 
pasivos— como variable de ajuste de una eco-
nomía dependiente y postrada en la inercia por 
falta de reactivación, en la que se encuentra 
ausente ideológica y concretamente toda mues-
tra de justicia social. 

¿Qué gobierno popular insiste en someter mo-
ral y económicamente a la clase pasiva? ¿Por 
qué se hace esto? Trataremos de indagar las 
causas de este proceder. 

Creo no equivocarme cuando afirmo que esta 
política de miseria para jubilados y pensionados 
se debe exclusivamente a la rigidez en la apli-
cación del llamado plan austral, por imposición 
de la banca extranjera. E l plan austral es un 
plan frío a raíz de cuya aplicación el jubilado 
no pasará el invierno, porque su haber no le 
alcanza para la compra del querosén o de la 
garrafa de gas. Ese plan de gobierno parecería 
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haberse implantado para sojuzgar al pueblo tra-
bajador, tanto a los activos como a los pasivos. 

Hasta ahora, el único dato constante son los 
ingresos de los trabajadores y de los jubilados. 
E n cuanto a los precios máximos, el congela-
miento no es más que una expresión de deseos, 
ya que todos sabemos que han escalado nive-
les propios de los meses de alta inflación. 

E l gobierno pretende sanear la economía con 
el hambre del pueblo. Los trabajadores organi-
zados y los jubilados no van a tolerar esta po-
lítica liberal de sometimiento a los dictados del 
Fondo Monetario Internacional. 

Sr. Presidente (Pugliese). — L e advierto que 
varios señores diputados le están indicando a 
esta Presidencia que lo llame a la cuestión. 

Sr. Corzo. — Me estoy refiriendo a la políti-
ca previsional. 

Sr. Presidente (Pugliese). — Nos encontramos 
en la discusión en particular del artículo 18 del 
proyecto de presupuesto. 

Sr. Corzo. — Estoy fundando nuestra oposi-
ción. 

Sr. Presidente (Pugliese). — Simplemente le 
hago una advertencia. 

Sr. Corzo. — Reiteramos la denuncia que hi-
ciéramos en oportunidad de presentar el pro-
yecto de ley por el cual propiciamos la reforma 
del artículo 53 de la ley 18.037 y que fuera pu-
blicado en el Trámite Parlamentario N 9 144, del 
1«? de abril deJ .986 , en la página 3447. 

Este proyecto tiene como antecedente la enor-
me cantidad de juicios que se tramitan por ante 
la Cámara Nacional de Apelaciones de la Justi-
cia del Trabajo, en los cuales se declara la in-
constitucionalidad de los artículos 49 y 53 de 
la ley 18.037, ya que por aplicación de esas dis-
posiciones el ente administrativo no observa el 
porcentaje del 70 por ciento fijado por la ley. 

Los cálculos que hacen las cajas previsionales 
son violatorios de lo dispuesto por los artículos 
53 de la ley orgánica y 14 bis de la Constitución 
Nacional. 

Ante la insensibilidad oficial se alza entre los 
argentinos un justificado clamor para que las 
jubilaciones y pensiones de nuestros pasivos se 
reajusten de acuerdo con los porcentajes legales. 
E n el presupuesto se deberían marcar al menos 
las tendencias hacia dichos reajustes y recupera-
ciones de niveles con aportes y soluciones que 
eleven progresivamente los magros porcentajes 
que se perciben en la actualidad. Esta muestra 
de política distributiva social no aparece' en el 
dictamen en discusión —ni en materia previsio-
nal ni en ninguna otra—, y todo oslo se encuen-
tra avalado por la obstinación gubernamental de 

mantener alejados de la conducción de los orga-
nismos de la seguridad social a los directos in-
teresados. Como el justicialismo viene recla-
mando repetidamente, se debe asignar a los tra-
bajadores activos y pasivos la 'dirección de las 
cajas de jubilaciones, del Instituto de Servicios 
Sociales para Jubilados y Pensionados e, inclu-
sive, de las cajas de subsidios familiares. 

E n este proyecto de presupuesto la suma con-
signada en el artículo 18 no está avalada por 
ninguna disposición que traiga alivio a la clase 
pasiva. E l Poder Ejecutivo no garantiza nada 
a los jubilados y pensionados a fin de acabar 
con los haberes de miseria que la gran mayoría 
se halla condenada a recibir, cuya capacidad 
adquisitiva no alcanza al 25 por ciento de sus 
necesidades. 

Por estas consideraciones nos vamos a oponer 
a la aprobación del artículo 18. No cabe otra 
cosa que el rechazo ante este artículo injusto y 
políticamente inmoral. L a bancada justicialista 
seguirá bregando desde la oposición o en el go-
bierno por una Nación justa, libre y soberana 
para un pueblo digno en una democracia plu-
ralista. 

Sr. Presidente (Pugliese). — Se va a votar el 
artículo 18 del dictamen. 

—Resulta afirmativa. 
—Sin observaciones, se votan y apruebai» los 

artículos 19 y 20. 

Sr. Presidente (Pugliese). — E n consideración 
el artículo 21. 

Sr. Rodríguez (Jesús). — Pido la palabra para 
formular una proposición. 

Sr. Presidente (Pugliese). — Tiene la palabra 
el señor diputado por la Capital. 

Sr. Rodríguez (Jesús). — Señor presidente: co-
rresponde que la Cámara analice una serie de 
artículos que están interrelacionados y se refie-
ren al mismo tema. No sé si mi planteo se ajusta 
al reglamento en forma estricta, pero deseo sa-
ber si es posible efectuar una discusión global 
de todos los artículos vinculados con la misma 
cuestión y luego votarlos separadamente. 

Sr. Presidente (Pugliese). — ¿Cuáles serían los 
artículos, señor diputado? 

Sr. Rodríguez ( J e s ú s ) — Se trataría de los ar-
tículos 21, 22, 23, 24 y 25. 

Sr. Presidente (Pugliese). — ¿Quienes hagan 
uso de la palabra se referirían a todos o a algu-
nos de los artículos, y luego se votarían separa-
damente? 

Sr. Rodríguez (Jesús). — Así es, señor presi-
dente. 
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Sr. Matzkin. — Pido la palabra para referirme 
a la cuestión planteada. 

Sr. Presidente (Pugliese). — Tiene la palabra 
el señor diputado por L a Pampa. 

Sr. Matzkin. — Señor presidente: no tenemos 
mayores objeciones que formular a la propuesta 
efectuada, pero nos gustaría que quedara expli-
citado que a los diputados expositores se les per-
mitirá acumular los tiempos como si se tratara 
de una consideración artículo por artículo-

Si bien aceptamos la propuesta formulada a 
los efectos de agilizar el tratamiento del presente 
articulado, solicitamos que no se limite el tiempo 
de exposición de los señores diputados que tu-
vieran necesidad de hacer uso de la palabra. 

Sr. Presidente (Pugliese). — L a Presidencia en-
tiende que correspondería adicionar los tiempos 
de exposición si fuera diferente la argumentación 
de cada artículo; pero si en realidad se unifica 
porque es una sola discusión, lo que puede pro-
meter es la máxima tolerancia a fin de que se 
redondee cada exposición; si ésta pudiera llegar 
a extenderse a 100 minutos cuando se habla en 
representación del bloque o a 50 minutos en los 
demás casos, la Presidencia considera que es me-
jor que el tratamiento se efectúe artículo por 
artículo. 

Sr. Matzkin. — No es mi intención entrar en 
diálogo con la Presidencia, pero para tomar una 
decisión de esta naturaleza es necesario dar en-
cuadre reglamentario a la propuesta formulada. 

Reitero que no es la intención de la bancada 
que represento prolongar el debate, ya que acep-
tamos la propuesta planteada pensando que el 
objetivo de ella es agilizar el tratamiento de la 
cuestión; pero tenemos que encontrar el equili-
brio necesario a fin de que los señores diputados 
no se vean limitados en el uso del tiempo. 

Sr. Presidente (Pugliese)- — L a Presidencia 
aclara que como estos términos no son improrro-
gables, si las circunstancias determinan que un 
señor diputado no pueda completar su exposi-
ción dentro del lapso que le corresponde, será 
la Cámara la que resolverá ese caso; si no es 
así, no hará lugar a la petición que se formula. 

L a Presidencia entiende que esta cuestión 
queda librada a la decisión del cuerpo, ya que 
no se trata de un término perentorio. 

Sr. Matzkin. — E n esas condiciones, no tene-
mos inconvenientes. 

Sr. Presidente ( P u g l i e s e ) — E n t i e n d e la Pre-
sidencia que el objetivo de la propuesta es abre-
viar y no abundar en argumentos que ya hayan 
sido dados. 

Si hay asentimiento de la Honorable Cámara, 
se procederá en la forma indicada. 

—Asentimiento. 

Sr. Presidente (Pugliese). — Tiene la palabra 
el señor diputado por Cata marca. 

Sr. Brizuela (G. R.). — Señor presidente: me 
voy a permitir observar en particular los artícu-
los 21 al 23 del proyecto de presupuesto para 
1986 contenido en el Orden del Día N 9 38. 

Hubiese sido de mi agrado que en el día de 
hoy contáramos con la presencia del señor secre-
tario de Hacienda a fin de que me aclare algu-
nas dudas que tengo sobre este tema. Dado que 
no se encuentra presente, solicito al señor presi-
dente de la Comisión de Presupuesto y Hacien-
da me aclare cuáles son los motivos o funda-
mentos que tuvo el Poder Ejecutivo para incluir 
en la ley de presupuesto —tal como lo podre-
mos observar más adelante— aspectos relativos 
a la promoción, ya que este tema afecta a otras 
leyes. 

Con la autorización de la Presidencia, solicito 
que el señor presidente de la Comisión de Pre-
supuesto y Hacienda aclare lo que acabo de so-
licitar. 

Sr. Presidente (Pugliese). — Tiene la palabra 
el señor diputado por la Capital. 

Sr. Rodríguez ( J e s ú s ) — Señor presidente: pre-
feriría que el señor diputado Brizuela finalice 
con su exposición y luego procederé a contestar 
su inquietud. D e todas maneras, si se considera 
imprescindible puedo contestar por qué nosotros 
creemos necesaria la discusión. 

Los radicales no creemos en el libre funciona-
miento del mercado para el desarrollo industrial. 
Estimamos imprescindible la existencia de una 
actividad del Estado muy efectiva, dinámica, 
ágil e inductora del modelo de país que aspira-
mos lograr, pero pensamos que el actual régimen 
de promoción industrial no es el mejor ni el 
más racional ni adecuado en esta circunstancia 
coyuntural, cosa que ha probado la historia. 

E n el mensaje de remisión del Poder Ejecuti-
vo y en el informe de la comisión el señor dipu-
tado podrá encontrar algunas reflexiones que 
avalan la tesitura que sostenemos. 

Sr. Presidente (Pugliese). — Continúa en el uso 
de la palabra el señor diputado por Catamarca. 

Sr. Brizuela (G. R.). — Señor presidente: la ley 
de promoción industrial es de capital importan-
cia y hasta diría que es de aplicación indispensa-
ble en algunos casos, en especial en el de mi 
provincia. 

Quiero informar que tengo alguna experien-
cia sobre el particular, y a que durante mi go-
bierno de cinco años se presentaron serios pro-
blemas económicos y sociales en la provincia de 
Catamarca. Apelé a todos los recursos necesarios 
para modificar esa situación y vi con dolor el 
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éxodo de gran cantidad de comprovincianos. L a 
industria más importante de la provincia era el 
empleo público. 

—Ocupa la Presidencia el señor vicepresi-
dente 1? de la Honorable Cámara, don Ro-
berto Pascual Silva. 

Sr. Brizuela (G. R.). — Entre las soluciones 
que busqué con otros gobernadores —por ejem-
plo, el de L a Rioja— encontré la exención im-
positiva y la desgravación de impuestos, además 
de una política que permitiera el progreso de la 
provincia. D e allí surge un plan de desarrollo y 
de transformación basado justamente en la ayuda 
del gobierno nacional mediante subsidios o prés-
tamos no reintegrables a efectos de poder poner 
en marcha a la provincia. 

L a aplicación de los artículos 21 a 2 5 del pro-
yecto causaría a las provincias —especialmente 
a Catamarca, L a Rioja y San L u i s — grandes 
perjuicios. Sabemos que en estas lejanas tierras 
de nuestra patria es difícil la instalación de in-
dustrias si no se realiza sobre la base de leyes 
de promoción industrial. 

E l proyecto de ley de presupuesto afecta dos 
aspectos de nuestra economía: en primer lugar, 
no considera la ley de promoción industrial ni 
la de desarrollo económico, y en segundo lugar 
afecta grandemente al federalismo, ya que hasta 
ahora los gobernadores de las provincias eran 
los que manejaban estos planes. Pongo a estas 
tres provincias como ejemplo de la transforma-
ción económica que fuera consecuencia de estas 
leyes de promoción industrial. 

Indudablemente, siempre hemos estado espe-
ranzados en que el funcionamiento de la ley de 
promoción industrial, en especial, motivara que 
nuestros estados provinciales pudieran progre-
sar, desarrollarse y transformarse. Pero por me-
dio del artículo 21 del proyecto se modifica 
ahora el artículo 10 de la ley de promoción in-
dustrial número 21.608 y por su artículo 23 se 
modifica el artículo 22 de la ley de desarrollo 
económico número 22.021, que fuera posterior-
mente modificada por la 22.702. 

D e ser aprobadas, estas modificaciones signi-
ficarían una seria limitación de facultades ya 
asignadas por las leyes de promoción vigentes 
a los poderes ejecutivos de las provincias, que 
actúan como autoridades de aplicación de esas 
normas. 

Personalmente, temo que en la determinación 
de limitar las facultades que otorgan estas leyes 
de promoción industrial hayan influido algunas 
presiones del exterior. Parecería ser que el Fon-
do Monetario Internacional intervino en este 
sentido. Al respecto, voy a referirme a un breve 

párrafo de un artículo aparecido en el diario 
"Ambito Financiero", que dice que juntamente 
con la difusión por parte de este diario de un 
documento secreto del Fondo Monetario Inter-
nacional, donde se cuestionaba duramente a los 
regímenes de promoción industrial y se alertaba 
sobre la evasión fiscal, Marcelo Da Corte anun-
ciaba que la Dirección General Impositiva lan-
zaría un operativo para investigar a dos mil em-
presas beneficiadas por estos subsidios. 

Evidentemente, como en todo gobierno, mu-
chas veces no son fallas de las propias leyes. Si 
fallan, se las modifica o se las deja sin efecto. 
Es por ello que solicito de esta Honorable Cá-
mara que los artículos 21 al 2 5 sean excluidos 
del proyecto de ley de presupuesto, ya que para 
ello están las leyes de promoción industrial y de 
promoción del desarrollo económico. 

He leído las observaciones que a estos artículos 
presentó el señor diputado Socchi y las comparto 
totalmente, pero seré aún más categórico: consi-
dero que tanto los catamarqueños como los rio-
janos y púntanos estarán de acuerdo conmigo 
en que los artículos 21 al 2 5 deben desaparecer 
del proyecto de presupuesto para el año 1986. 

No olviden, señores diputados, que la mayoría 
de nosotros somos provincianos, hombres del in-
terior que conocemos sus problemas y sabemos 
que no todas las zonas del país son iguales; pero 
estamos convencidos de que la República es una 
sola y por ello no deben existir provincias po-
bres o subdesarrolladas. 

Pido entonces que tengamos en cuenta la si-
tuación del país en que vivimos, apreciemos la 
realidad nacional y conduzcamos con acierto 
tanto la política económica como la política en 
general. 

Para terminar, en virtud de que hay nume-
rosos oradores que van a tratar este tema, insis-
tiré en que no debemos olvidar la realidad del 
país y la experiencia que significa vivir en el 
interior. E n la administración central hay mu-
chos tecnócratas que saben de números pero 
no de la realidad y la vida de nuestro pueblo 
cuyo progreso, transformación y bienestar de-
bemos buscar. 

Sr. Presidente (Silva). — Tiene la palabra el 
señor diputado por Catamarca. 

Sr. Furque. — Señor presidente: de acuerdo 
con el plazo previsto en el artículo 9 5 del re-
glamento de esta Honorable Cámara presenté 
por escrito las observaciones que como dipu-
tado nacional y hombre del interior he formu-
lado a los artículos 21 al 25 del proyecto de ley 
de presupuesto general de la administración na-
cional remitido por el Poder Ejecutivo. 
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Sostuve en dicha presentación que si esos 
artículos fueran aprobados tal cual vienen del 
Poder Ejecutivo producirían en la práctica un 
severo cercenamiento o enervamiento de los 
regímenes de promoción industrial actualmente 
vigentes en el país, lo que afectaría seriamente 
a las economías y al desarrollo de algunas pro-
vincias marginales. 

E n tal sentido, remarqué en mi presentación 
— q u e figura como un boletín complementario 
al Orden del Día N 9 3 8 — que tales regímenes 
se conceden u otorgan en base a] denominado 
costo fiscal, que es nada más y nada menos que 
una estimación teórico-contable de lo que el 
fisco dejaría de percibir en concepto de im-
puestos por atender dichos regímenes. También 
expresé que ese costo fiscal se imputa anual-
mente a la ley de presupuesto nacional. 

Ahora bien; estos artículos modifican las ba-
ses de determinación de los cupos de promo-
ción industrial, por lo que ante la realidad 
práctica de aprobarse estas normas, serían limi-
tadas las provincias que actualmente cuentan 
con estos regímenes de promoción industrial a 
un número mucho menor de proyectos indus-
triales para el ejercicio 1986. 

Es bien sabido que la República Argentina 
padece una crónica desarticulación en su desa-
rrollo interno. Un estudio que se conoció hace 
algunos días apenas, elaborado por el Fondo 
Monetario Internacional, calificó a estos regí-
menes de promoción industrial de perversos. 
Yo no me atrevería a semejante calificativo por-
que interpreto que el único camino que le 
queda al país para desarrollar zonas margi-
nales, como las provincias de Catamarca, L a 
Rioja, San Luis, Santiago del Estero y otras, 
es mediante coherentes sistemas legales que 
permitan la radicación de capitales, para que 
con esos capitales genuinos y auténticos se al-
cance el verdadero despegue económico de esas 
regiones. 

No desconocemos que se han utilizado estos 
regímenes de promoción industrial para conse-
guir altos beneficios impositivos mediante eva-
siones fiscales, dentro de lo que en la jerga 
popular se conoce con el nombre de industrias 
sobre ruedas. Es decir, se traslada un tinglado 
a alguna de estas provincias que cuenta con 
estos regímenes especiales de exenciones im-
positivas y por medio de un simple montaje, 
que no implica una auténtica y genuina radi-
cación de un capital que actúe como elemento 
reproductivo en el ámbito económico, se obtie-
nen pingües beneficios a costa de todo un país 
y de todá una Nación. 

Pero esta circunstancia no nos obliga natu-
ralmente a terminar con estos regímenes que 
persiguen sin duda un objetivo muy superior 
y que es, lo reitero, el de desarrollar zonas 
marginales de nuestro territorio. 

Pienso que más atinado sería extremar los 
controles y estructurar rápida y urgentemente 
un régimen uniforme de promoción industrial 
en base a las características que presentan las 
regiones del país, antes que cercenarlo con nor-
mas contenidas en una ley de presupuesto. 

Estas son, explicitadas de un modo sintético, 
las razones de fondo que m e han llevado, 
en mi condición de diputado nacional, a formu-
lar estas observaciones. Mi compañero de ban-
cada, el señor diputado Socchi, coincidiendo con 
estas ideas, también observó estas normas y ela-
boró un proyecto alternativo en lo que respecta 
a estos cinco artículos que estamos consideran-
do. Conozco esas propuestas, que serán formu-
ladas naturalmente en este recinto, y como ellas 
avanzan considerable y notablemente sobre la 
idea originaria contenida en el mensaje del Po-
der Ejecutivo, desde ya anticipo mi apoyo a 
esta variante o alternativa, solicitando a la Ho-
norable Cámara que se expida a su favor, ya que 
a mi entender salva al régimen de promoción 
industrial, dejando las puertas abiertas para que 
efectuemos el gran debate a la mayor brevedad, 
uniformando el sistema y estableciendo las dis-
tintas regiones y zonas de acuerdo con sus dis-
tintas características y condiciones, para que 
podamos promover y desarrollar integral y aca-
badamente este país. 

Sr. Presidente (Silva). — Tiene la palabra el 
señor diputado por Catamarca. 

Sr. AvaJos. — Señor presidente: con motivo 
del tratamiento en general del presupuesto, no-
sotros también hicimos observaciones a estos ar-
tículos comprendidos entre el 21 y el 25 del 
proyecto. 

Nadie desconoce que en nuestro territorio hay 
dos países reales. Uno es el país del interior, 
marginado y empobrecido. Reitero que en otras 
épocas provincias como las que represento, 
Catamarca, contaban con industrias básicas im-
portantes, que servían al consumo interior, alcan-
zando incluso para abastecer a otras provincias. 

Catamarca contaba con 44 molinos harineros 
hasta el año 1930; tenía fábricas de cerveza e 
industrias de materiales de construcción; pero 
poco a poco, como dije antes, se fue empobre-
ciendo y perdiendo toda esta radicación indus-
rial que contribuía a su desarrollo. 

Eso determinó que la población de mi provin-
cia, que a fines del siglo pasado representaba el 
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4,7 por ciento de la población total del país, se 
redujera significativamente. Actualmente apenas 
llega al 0,7 por ciento de la población total de 
la República Argentina. Esto indica que el sub-
desarrollo de mi provincia está permanentemen-
te ligado a esta migración, con lo cual nuestra 
gente joven, que tiene entre 2 0 y 3 0 años, se va 
de nuestro territorio para volver ya envejecida 
para ser enterrada en los cementerios de Ca-
tamarca. 

A raíz de ese fenómeno se promulgó una ley 
—que se conoció como ley de reparación histó-
r i c a — para provincias como Catamarca, L a Rio-
ja y San Luis, incorporándose posteriormente la 
provincia de San Juan. 

Con la sanción de una ley de promoción in-
dustrial se procuró atenuar esa diferencia de 
desarrollo entre el interior y la zona aledaña 
al puerto de Buenos Aires. 

E l artículo 22 de este proyecto modifica el 
artículo 31 de la disposición de facto 22.095, y 
en su parte pertinente dice: " L a aprobación de-
finitiva del proyecto sólo podrá hacerse una vez 
que esta S e c r e t a r í a . . . " —se refiere a la Secre-
taría de H a c i e n d a — " . . . haya imputado el costo 
fiscal teórico al cupo presupuestario". Esto, evi-
dentemente, limita las facultades de los gobier-
nos provinciales. Además, el cupo fiscal se ha 
disminuido, y debemos tener en cuenta lo dicho 
por el diputado nacional Furque en un artículo 
publicado en un diario de Catamarca; expresa 
allí que este cupo fiscal es ficticio, porque si no 
hubiera industrias en las provincias la Nación 
tampoco cobraría el impuesto. D e tal manera 
que si el cupo es ficticio y ahora lo terminamos 
reduciendo, disminuiremos realmente el núme-
ro de empresas que pueden radicarse en las pro-
vincias. Asimismo, el aumento de impuestos li-
mita también el número de empresas a instalarse 
en nuestro territorio. 

E n síntesis, todo esto configura una serie de 
hechos que van en detrimento de provincias a 
las que se pretendió beneficiar con la llamada 
acta, de reparación histórica. Por eso, concreta-
mente, propiciamos no incluir estos artículos en 
el presupuesto; o si no, que se estudie exliaus-
vamente la alternativa del diputado Socchi, de 
manera de no limitar a las provincias en su pro-
grama de radicación industrial. 

Sr. Presidente (Silva). — Tiene la palabra el 
señor diputado por San Luis. 

Sr. Barbeito. — Señor presidente: el artículo 21 
del proyecto de presupuesto introduce una mo-
dificación sustancial en el régimen de promoción 
industrial vigente en el país. A mi juicio, el mé-

todo es jurídicamente atípico, ya que con estas 
modificaciones convertimos el presupuesto en 
una ley ómnibus que modifica regímenes legales 
que necesariamente deben ser considerados par-
ticularmente, en razón de todas las connotaciones 
que les son propias. 

Pero quisiera hacer un poco de historia. Du-
rante el anterior gobierno peronista se firmó un 
acta de reparación histórica entre las autoridades 
nacionales y las de las provincias de San Luis, 
L a Rioja y Catamarca, mediante la cual, enten-
diéndose que habían sido relegadas en el desa-
rrollo a nivel nacional, se les reconocía dicha 
reparación para que pudieran igualar a sus her-
manas. 

Durante un par de años y mientras duró ese 
gobierno, comenzaron a instalarse industrias en 
las tres provincias. Posteriormente, el golpe mi-
litar rompió esa continuidad y esa norma cayó 
en desuso por algunos años, hasta que hacia el 
año 1978 el gobierno militar la puso en marcha 
nuevamente; en un principio, con respecto a la 
provincia de L a Rioja, al año siguiente, con re-
lación a Catamarca y en el año 1980, para San 
Luis. 

Se trataba de un régimen que establecía que 
la autoridad de aplicación quedaría en manos de 
las propias provincias, con un claro sentido fe-
deralista, pues se entendía que ellas eran las 
Tínicas idóneas para elegir y propiciar lo que les 
resultara más adecuado a sus necesidades. Este 
artículo que ahora se propone deroga esa auto-
ridad de aplicación y se la transmite a la Secre-
taría de Hacienda. 

Posteriormente, como ya se terminaba el tiem-
po en que podía ejercerse esa autoridad de apli-
cación se firmó un convenio con el presidente de 
la República en una memorable reunión donde 
estuvieron presentes representantes de todas las 
fuerzas vivas de San Luis, el gobernador de la 
provincia, el diputado radical Negri y quien ha-
bla, y con una clara visión de las necesidades 
geopolíticas del país y la intención de vincular al 
interior dotándolo de más energías humanas e 
industriales, el presidente de la Nación decidió 
apoyar este desarrollo, dictando un decreto que 
dispone el cumplimiento de aquella normativa 
hasta tanto sea aprobada la ley nacional de pro-
moción industrial. 

A fines de 1984 este Parlamento sancionó una 
ley que en alguna medida vino a respaldar lo 
dicho por el presidente de la República. Esa 
es la historia que dio origen a la ley 23.084, ac-
tualmente en vigencia, cuyo artículo l 9 dice: 
"Modifícanse las leyes 22.021, 22.702 y 22.973 
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en lo referente a la extensión en beneficio de 
las provincias de L a Rioja, Catamarca, San Luis 
y San Juan del plazo en que rigen las franqui-
cias de las explotaciones industriales y agrícola-
ganaderas, estableciéndose la ampliación del pla-
zo original que venció el 31 de diciembre de 
1983 hasta que entre en vigencia la Ley Nacio-
nal de Promoción Industrial." 

Se han hecho muchas críticas a esta facilidad 
que se les había dado a las provincias para desa-
rrollar sus industrias. Así, se ha dicho que son 
industrias sobre rueditas. Pero invito a los seño-
res diputados —como he invitado a los funciona-
rios de la Secretaría de Hacienda— a que visi-
ten la provincia de San Luis para constatar que 
hay muchas industrias avanzadas fabricando im-
plementos que son útiles no sólo para la pro-
vincia, sino para toda la Nación. 

Se hace hincapié en el problema ele la evasión 
impositiva; pero aun desde el ángulo de la vora-
cidad fiscal y de la presión tributaria no puede 
desconocerse que un niño no puede pagar tribu-
tos hasta que sea grande. E n el caso que nos ocu-
pa estas industrias pasarán varios años sin poder 
proveer al pago de impuestos; pero luego los 
abonarán, y en cuantía significativa. Si tales em-
presas no existiesen, esos impuestos no se tribu-
tarían jamás. 

Se ha dicho que estas empresas son perversas. 
Así se las ha rotulado desde el Fondo Monetario 
Internacional. Para nosotros esto tiene la impor-
tancia de que si así nos tildan desde allí es por-
que vamos por buen camino. 

Se ha afirmado que carecen de perfil indus-
trial. Sin embargo, es dable pensar que éste se 
formará a medida que se constituyan los parques 
industriales. 

Estas empresas contribuyen genuinamente a 
la integración nacional. Hay más de 20 mil obre-
ros trabajando en estas fábricas y más de 30 
mil viven de las actividades conexas. Siguiendo 
la perspectiva impositiva, me permito llamar la 
atención de los financistas para que hagan el 
cálculo de cuánto se ha incrementado la recau-
dación por tributos indirectos en estas pobla-
ciones que han crecido sensiblemente como con-
secuencia de los regímenes de promoción in-
dustrial. 

Indudablemente se ha registrado un avance 
tecnológico y se han mejorado las comunica-
ciones y el transporte. Asimismo se ha contri-
buido a evitar el éxodo de los habitantes del 
interior, que por falta de fuentes de trabajo 
debían abandonar sus provincias para pasar a 
concentrarse en las grandes urbes nacionales. 

Conozco a fondo el caso de mi provincia y 
puedo afirmar que allí no se ha registrado po-
larización: tenemos dos grandes ciudades —San 
Luis y Villa Mercedes— pero en ellas no se ha 
concentrado la población porque la autoridad 
de aplicación ha tenido el buen tino de inducir 
a que las industrias a radicarse lo hicieran en 
su totalidad en localidades del interior. Así, en 
todo el valle del Conlara hay poblaciones de 3 
a 5 mil habitantes en las que se han instalado 
diversas fábricas. Los incentivos han sido sufi-
cientes como para lograr que la población se 
sitúe y permanezca en la región. 

E n este momento de recesión nacional, en 
San Luis, en cambio, todos los días los perió-
dicos locales registran avisos en los que se piden 
obreros para las fábricas allí radicadas, pues 
falta mano de obra. E s decir que en mi pro-
vincia no hay gente que no tenga trabajo. He-
mos repatriado a una gran cantidad de púntanos 
que se habían ido por falta de trabajo, e in-
cluso ahora se está atendiendo la demanda de 
las industrias con trabajadores de provincias ve-
cinas que están relegadas. 

E n ningún momento pretendemos que nues-
tra provincia, L a Rioja o Catamarca sean las 
destinatarias exclusivas del régimen de promo-
ción industrial; anhelamos que lo sea todo el 
ámbito del territorio nacional que necesite esa 
promoción y deseamos fervientemente que por 
la vía de este proyecto en consideración no se 
destruya un esfuerzo tan importante para el 
futuro de las provincias argentinas. 

Si hablamos de federalismo, integración na-
cional y desarrollo armónico de nuestras insti-
tuciones y nuestros pueblos para vivir en de-
mocracia, el régimen de promoción industrial 
es una eficaz y práctica herramienta para posi-
bilitar tales realizaciones. 

Sr. Presidente (Silva). — Tiene la palabra el 
señor diputado por Buenos Aires. 

Sr. Zaffore. — Señor presidente: soy de los que 
piensan que el régimen de promoción industrial 
debe ser revisado ya que no conduce a una efi-
ciente selección de los proyectos de inversión. 
Pero me opongo a que se reforme por la vía anó-
mala de la ley de presupuesto, sobre todo tenien-
do en cuenta la concepción fiscalista y antiindus-
trial que inspira esta modificación enviada por el 
Poder Ejecutivo. 

E n este sentido esa concepción coincide con 
un informe del Fondo Monetario Internacional 
en el que, desde su óptica monetarista, se ca-
lifica de perverso al actual régimen de promo-
ción industrial. Por otra parte, el gobierno fue 
quien solicitó al Fondo Monetario Internado-
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nal que opinara sobre la manera en que los ar-
gentinos debíamos trazar nuestra política de 
promoción industrial. 

El resultado ha sido esta reforma fiscalista 
que prácticamente convierte a la Secretaría de 
Hacienda en autoridad de aplicación, introdu-
ciendo una limitación dramática en los cupos 
para 1986, que no tendrá ninguno de los efec-
tos positivos de una modificación seria al régi-
men de promoción industrial y sí todos los efec-
tos negativos. D e efectuarse, se paralizarán pro-
yectos en marcha y se causarán perjuicios a las 
provincias en donde se están aplicando regí-
menes jde este tipo. 

E n virtud de la reforma que aquí se propi-
cia se imponen limitaciones verdaderamente 
drásticas y significativas en los cupos, por lo 
que no será posible llevar a cabo un proceso se-
rio de industrialización en el país, sobre todo 
en el interior. 

A mi modo de ver, la concepción con que el 
Fondo Monetario Internacional y el gobierno 
han tratado este problema parte de un error 
de concepto acerca del significado del costo fis-
cal teórico, porque lo ven sólo con los ojos del 
recaudador de impuestos y no con los de quien 
piensa en la creación de las fuentes de trabajo y 
producción que necesita la Argentina. 

No es exacto yue si no existiera un régimen 
de promoción industrial la inversión se realiza-
ría en otro lugar. 

Este es el primer aspecto que puede cuestio-
narse dentro del marco del criterio contable y 
fiscalista del costo fiscal teórico. Las inversiones 
que no se realicen en zonas con regímenes de 
promoción industrial previsiblemente no se van 
a realizar en otros lugares porque no están dadas 
las condiciones para que ello ocurra. E n conse-
cuencia, considerar el costo fiscal teórico de esa 
manera implica una óptica estrecha. 

E l otro aspecto reside en que esta visión del 
costo fiscal teórico no toma en cuenta el efecto 
multiplicador que en los ingresos públicos tiene 
la radicación de industrias en el interior median-
te la creación de fuentes de trabajo en las acti-
vidades conexas a las de las industrias que se 
instalen. Insisto en que existe un criterio fisca-
lista y monetarista que tiende a destruir lo poco 
que tiene la Argentina en materia de promoción 
industrial. 

L a asignación de cupos para 1986 es, sin duda, 
insignificante y también señala un sesgo antiin-
dustrial. Se prevé una cifra para proyectos nue-
vos de sólo el 0,6 por ciento del producto bruto 
interno. Ella no va a tener relevancia alguna. 
Prácticamente nos encontramos ante una situa-

ción de desaparición del régimen de promoción 
industrial, ya que no producirá ningún efecto en 
cuanto a inversiones nuevas. Según nuestros 
cálculos, si se empleara todo el cupo previsto 
para este año, en el ejercicio en curso no se 
alcanzaría una inversión superior al 1 por ciento 
del producto bruto interno, lo que es verdadera-
mente insignificante frente a la cifra que cono-
cemos del total de la inversión, que actualmente 
es del 11 por ciento de dicho producto. 

Prácticamente existe una extinción del régimen 
de promoción industrial. Esto justifica nuestra 
oposición al proyecto y nuestra afirmación de 
que no puede ser aprobado tal como ha sido 
enviado por el Poder Ejecutivo. 

Me he referido a los artículos 21 al 25, ya que 
también he mencionado los cupos para el año 
actual. Aun cuando anticipo mi voto negativo 
a estos artículos, me permitiré proponer a los 
diputados de la bancada oficialista una modifi-
cación a la última parte del artículo 24, según 
el cual el costo fiscal teórico para el año 1986 
de proyectos aprobados en años anteriores sería 
equivalente al 1,4 por ciento del producto bruto 
interno. L a propuesta que formulo para que sea 
considerada cuando se vote el artículo 24 es que 
se incluya una cláusula final por la que se 
establezca que la parte no utilizada del cupo 
sea destinada al financiamiento de nuevos pro-
yectos. Así atenuaríamos un poco la drástica re-
ducción de la asignación para proyectos nuevos 
que señalé anteriormente. E l artículo 2 4 habla 
de proyectos aprobados, pero la experiencia de 
nuestros regímenes de promoción industrial in-
dica que no todos ellos se ejecutan. E n conse-
cuencia, mi proposición tiene como objetivo que 
no se pierda el sobrante de los proyectos apro-
bados que no se concreten en el presente ejer-
cicio y está dirigida, fundamentalmente, a los 
diputados del interior que integran la bancada 
oficialista. 

Sr. Presidente (Silva). — Tiene la palabra el se-
ñor diputado por Chubut. 

Sr. Perl. — Señor presidente: sumo mi voz a la 
de los señores diputados que han hecho uso de 
la palabra para manifestar su oposición a los 
artículos que estamos considerando. No es ésta 
una oposición partidaria ni está relacionada con 
los intereses específicos de una provincia, ya que 
lo que fundamentalmente estamos considerando 
es el crecimiento del país. 

Con respecto a esta cuestión, en este mismo 
recinto el presidente de la República expresó 
que la política de crecimiento debía descansar 
sobre la reindustrialización del país y el aumento 
de las exportaciones. Y en cuanto al tema de la 
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industrialización dijo que coincidentemente con 
estas definiciones se establecerían nuevos crite-
rios en materia de promoción industrial. 

E n otro tramo de su mensaje, el señor presi-
dente señaló: "Podemos afirmar hoy que cuan-
do hay un clima adecuado, hay voluntad de in-
vertir". Es obvio que los artículos del proyecto 
de ley de presupuesto que estamos considerando 
están en abierta contradicción con esta expresión 
de deseos. 

L a dicotomía entre lo que se expresa y lo que 
se hace es lo que nos está conduciendo a una 
crisis de confiabilidad difícil de sobrellevar. 

D e ninguna manera se puede asimilar el costo 
fiscal teórico al gasto público. Esto implica una 
falacia que no se puede aceptar ya que, como 
lo expresara uno de los señores diputados preo-
pinantes, con o sin industrias no habrá impues-
tos, pero nosotros queremos que aunque no haya 
impuestos sí existan industrias para promover 
la inversión que anhelamos para el interior. No 
habrá crecimiento regional si no se dan las con-
diciones que contemplen adecuadamente el ries-
go empresario-

E n el presente proyecto de ley de presupuesto 
también se plantea que será la Secretaría de 
Hacienda la encargada de imputar el costo fis-
cal teórico al cupo presupuestario. Y a no es más 
una secretaría de industria, que sería el orga-
nismo natural para promover el crecimiento in-
dustrial, quien tendrá a cargo esta tarea, sino 
que la realizará la Secretaría de Hacienda, que 
no aplicará una filosofía promocional, ya que 
una de sus funciones específicas es la recauda-
ción y no la de ocuparse del desarrollo. 

—Ocupa la Presidencia el señor presidente 
de la Honorable Cámara, doctor Juan Carlos 
Pugliese. 

Sr. Perl. — E s obvio que en este terreno pura-
mente fiscalista estamos dejando de lado cual-
quier posibilidad de expansión que —estoy 
seguro— es el anhelo de todos los señores dipu-
tados. 

Por otra parte, esta limitación no se hace me-
diante una norma que específicamente se refiera 
al tema, sino que se la introduce embozadamen-
te en unos artículos cuya intención es la de evi-
tar, lo que puede ser cierto, aquellos desbordes 
que ocurren con las denominadas "industrias con 
ruedas", tal como lo expresara el señor diputado 
Furque- D e todos modos, quiero aclarar que 
hay otros problemas que deben ocupar más 
nuestra atención, ya que estos desbordes se pro-
ducen en aquellas empresas que pretenden be-
neficiarse exclusivamente con una reducción fis-
cal sin crear fuentes de trabajo ni promover el 

desarrollo que todos queremos. E n este sentido, 
me estoy refiriendo a la necesaria reestructura-
ción del sistema financiero nacional. Debemos 
tener en cuenta que en este momento —habien-
do transcurrido un año de la aplicación del plan 
austral— tenemos un valor dólar que transfor-
mado en australes estaría dando un interés su-
perior al 80 o 90 por ciento anual. Yo me pre-
gunto, como seguramente lo harán todos uste-
des, quién va a pagar todos estos intereses o 
quién ya los ha pagado durante este tiempo, 
pues en ningún lugar del mundo se puede con-
cebir tal cosa. 

E s evidente que debemos salvaguardar nues-
tra economía, pero no a costa de impedir que el 
interior se desarrolle armónicamente, logrando 
ese crecimiento industrial al que se ha hecho re-
ferencia. 

Se advierte además una injusticia que pesa 
sobre el interior, y esto nos duele. A este respec-
to hablo especialmente como diputado de una 
provincia de la Patagonia. Se puede observar 
que los cupos fiscales que se establecen para 
cuatro provincias equivalen al doble de lo que 
se fija para el resto. No pretendo que estos cu-
pos se reduzcan, pero sí que los otros se incre-
menten. 

No se trata de plantear posiciones sectarias ni 
de buscar algún tipo de ganancia política; esta-
mos trabajando en función del país y ésta ha 
sido la razón por la que he solicitado el uso de 
la palabra. 

E s obvio que esta mentalidad ha sido la de 
algunos otros ministros de Economía que han 
regido nuestro destino en este ámbito. A nadie 
escapa que estas medidas nos están perjudican-
do, y en ese sentido hago un llamado a la re-
flexión a fin de que aquel proyecto alternativo 
del que habláramos se convierta en una opción 
respecto de estos artículos del proyecto de ley 
de presupuesto. 

Sr- Presidente (Pugliese). — Tiene la palabra 
la señora diputada por San Juan. 

Sra. Riutort de Flores. — Señor presidente: 
quiero reafirmar la posición de los diputados de 
mi bancada adelantando nuestro voto negativo 
a los artículos 21 al 25. Entendemos que por vía 
de la ley de presupuesto no se puede echar por 
tierra un compromiso asumido por el señor pre-
sidente de la Nación Argentina respecto de las 
provincias de San Juan, L a Rioja, San Luis y 
Catamarca. 

Los objetivos fijados entre el gobierno nacio-
nal y los cuatro gobiernos provinciales están 
muy lejos de cumplirse por medio de este pre-
supuesto que nada tiene que ver con el desa-
rrollo y el fortalecimiento de las economías de 
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estas provincias, el cambio gradual de sus estruc-
turas productivas y la eliminación de la depen-
dencia que hoy existe con los monocultivos. 

Creemos que la política del Poder Ejecutivo 
no debe orientarse hacia la derogación de estos 
regímenes promocionales que hoy necesitan es-
tas provincias, sino a que se debata en este re-
cinto una ley de promoción industrial. E l país 
requiere definir de una vez por todas su perfil 
industrial y económico, y no que se trate de eli-
minar el único elemento que hoy brinda la po-
sibilidad de ocupar mano de obra y de ofrecer 
fuentes de trabajo. 

Por otro lado, nos llama la atención el envío 
de agentes de la Dilección General Impositiva 
a estas provincias a fin de realizar una tarea de 
inspección. Creemos que con ello se intenta di-
suadir al empresariado argentino que quiere ra-
dicarse allí para elevar el nivel productivo de 
estas provincias. 

Estamos de acuerdo con que se exija el cum-
plimiento de las obligaciones impositivas, pero 
de ninguna manera se lo puede hacer tratando 
de disuadir a nuestro empresariado para que 
no se radique en estas provincias que tanto ne-
cesitan del desarrollo económico. 

Por estas razones adelantamos nuestro voto 
negativo a los artículos en consideración. 

Sr. Presidente (Pugliese). — Tiene la palabra 
el señor diputado por la Capital. 

Sr. Alsogaray. — Señor presidente: el actual 
régimen de promoción industrial, que se ha ido 
gestando a lo largo de muchos años, ha provo-
cado una profunda distorsión en la economía 
argentina, grandes males y pérdidas económi-
cas, y obviamente requiere una revisión de 
fondo. 

Dicho régimen se ha ido creando por dos ra-
zones. L a primera de ellas corresponde a un 
error conceptual fundamental: crecr que los fun-
cionarios, los gobiernos y los estados están en 
condiciones de dirigir las inversiones a su ca-
pricho. Esta es una cuestión de doctrina eco-
nómica de la cual se ha hecho uso y abuso en 
la Argentina, con los errores habituales: antes, 
la concepción de los funcionarios era la side-
rurgia, la petroquímica, el papel, etcétera; aho-
ra es la robòtica o la biogenètica. Pero siempre 
se han equivocado. 

L a segunda razón fue la demagogia electo-
ralista. Había que hacer negocios en las distin-
tas provincias. Entonces se dictaban regímenes 
de promoción para ellas y también para deter-
minadas empresas. Así fue como este régimen 
anárquico llegó a provocar, como dije, profun-
das distorsiones que no puede soportar más la 
economía argentina y, por supuesto, el fisco. 

Pero la manera de enfocar este problema no 
es por la vía lateral del presupuesto, ya que 
ello sólo llevaría a que, frente a situaciones de 
hecho, se crearan muchas dificultades. Por lo 
demás, me pregunto por qué siempre tenemos 
que tratar las cosas lateralmente en vez de en-
frentarlas directamente. L o que se necesita aquí 
es una ley de promoción industrial muy distin-
ta a la imaginada hasta ahora y, entre tanto, lo 
que hay que hacer es paralizar cualquier nue-
va adjudicación que se pueda otorgar para no 
complicar más el problema. 

Por lo dicho, nuestra posición es la de recha-
zar estos artículos concatenados entre sí y soli-
citar cuanto antes el estudio de un régimen de 
promoción industrial que corrija en la medida 
de lo posible —porque todo, desgraciadamente, 
no se podrá modificar— las grandes distorsio-
nes existentes, para que podamos pasar a una 
situación mucho más racional. 

Sr. Presidente (Pugliese). — Tiene la palabra 
el señor diputado por Buenos Aires. 

Sr. Monserrat. — Señor presidente: a lo largo 
de este debate y por medio de las intervencio-
nes de varios diputados preopinantes ha que-
dado claramente demostrada la total improce-
dencia e inconveniencia de estos artículos in-
sertados en el proyecto de presupuesto para la 
administración nacional, pero que atañen a una 
cuestión absolutamente ajena a esa materia. 

Se trata de un problema de indudable tras-
cendencia para la vida económica del país, que 
de esta manera se reduciría a un enfoque exclu-
sivamente fiscalista al ser incluido en una ley 
de presupuesto. 

¿Cuál es el origen de esta iniciativa del Po-
der Ejecutivo, que ha sido contemplada por el 
dictamen de 3a mayoría de la Comisión de Pre-
supuesto y Hacienda? E l origen está en una ar-
gumentación del Fondo Monetario Internacio-
nal, a la que ya se ha hecho referencia en este 
debate, que califica a los regímenes de promo-
ción industrial como de naturaleza perversa. D e 
esta argumentación se ha hecho eco en reite-
radas oportunidades el secretario de Estado de 
Hacienda, quien ha atacado este sistema con 
ese enfoque fiscalista al que hemos aludido, 
que considera a la promoción industrial como 
un mero gasto público, dejando de lado que su 
finalidad esencial es la de ejercer un efecto es-
timulante sobre la creación de riqueza y los 
niveles de empleo, particularmente en las regio-
nes que padecen una situación de postergación. 

Consideramos entonces que un sistema de 
promoción industrial es una herramienta de po-
lítica económica no sólo legítima sino además 
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imprescindible, empleada por la casi totalidad 
de los países del mundo para inducir las in-
versiones. 

En todo caso, si su aplicación hasta el pre-
sente ha sido inadecuada y si se ha desvirtuado 
el propósito que animó a la creación de estos 
sistemas, deben analizarse en profundidad no 
sólo los regímenes de promoción sino también 
los procedimientos de control que se han im-
plementado, pero de ninguna manera puede in-
tentarse la reformulación del sistema mediante 
la ley de presupuesto, que no tiene absoluta-
mente nada que ver con esta cuestión, y menos 
todavía si ello se hace sobre la base de argu-
mentos del Fondo Monetario Internacional. 

E n esta materia no se debe improvisar y en 
tal sentido rescato por útil y valiosa la opinión 
de mi distinguido colega, el señor diputado Soc-
chi, cuando en sus observaciones al dictamen de 
la Comisión de Presupuesto y Hacienda señala 
acertadamente que "cualquier intento de intro-
ducir racionalidad en el sistema promocional 
vigente en forma alguna puede basarse en co-
rrecciones parciales, que en definitiva no con-
templan los problemas de fondo que el mismo 
padece, sino que es imprescindible su replanteo 
en profundidad, lo que sólo puede lograrse a 
través del tratamiento de una ley de promoción 
industrial". 

Es te es el debate que está pendiente y que 
evidentemente no podemos dar en un nivel de 
superficialidad y de improvisación mediante el 
proyecto de ley de presupuesto. Por otra parte, 
hay otros aspectos claramente inconvenientes, 
cual es la limitación de las facultades de las 
provincias en esta materia y también de las de 
la Secretaría de Industria y Comercio Exterior, 
ya que se establece una intervención de la Se-
cretaría de Hacienda a través de la imputación 
previa del costo fiscal teórico, lo que evidente-
mente habrá de condicionar en forma absoluta 
la aprobación definitiva de los proyectos. 

Creo que este enfoque desconoce totalmente 
cuáles han sido las causas y los objetivos que 
se han perseguido a lo largo del tiempo al im-
pulsar la eieación de estos regímenes. Las cau-
sas naturalmente han sido las brechas de desa-
rrollo que existen en el país entre las zonas de 
alta concentración demográfica y económica, por 
una parte, y por otra las regiones postergadas y 
la situación de las economías provinciales, caren-
tes de una adecuada capitalización para generar 
recursos que permitan promover la instalación 
de nuevas fuentes de trabajo, todo lo cual ha 
contribuido al éxodo de la población y a un evi-
dente desequilibrio. 

L a radicación de empresas mediante regíme-
nes de promoción tiene en un principio un costo 
fiscal; esto es indudable. Pero con el correr del 
tiempo produce cambios que permitirán crear 
fuentes permanentes de recaudación impositiva, 
lo cual habrá de compensar ampliamente la pér-
dida originada en un primer momento. 

Reitero entonces que si bien hasta ahora los 
resultados de estos regímenes no han sido los 
más adecuados y deseables en orden a promover 
efectivas y reales radicaciones de actividades 
industriales que creen nuevas fuentes de trabajo 
y permitan modificar la estructura económica 
de muchas provincias, aumentar su participación 
en el producto bruto interno y disminuir en las 
regiones deprimidas la incidencia evidente y muy 
notoria del sector terciario ante la falta de un 
adecuado desarrollo económico, tales fallas obe-
decen más que a deficiencias del sistema a falen-
cias en su aplicación, lo cual requiere el trata-
miento de una ley específica, ya que no es posi-
ble hacerlo de esta manera. 

Además, las disposiciones del dictamen supo-
nen una nueva delegación de facultades — a las 
que hemos hecho referencia tantas veces en este 
debate—, ya que se conceden atribuciones al 
Ministerio de Economía para fijar el cupo total 
al que habrán de ajustarse estos proyectos y es-
tablecer también la modalidad del cálculo del 
costo fiscal teórico. 

Todo esto demuestra que ha primado una 
concepción fiscalista y realmente antiindustria-
lista, lo que no es extraño si tenemos en cuenta 
que surge como consecuencia de presiones del 
Fondo Monetario Internacional. Evidentemente, 
dicha entidad rxtranacional no se orienta a pro-
mover la reactivación de nuestra economía y 
menos aún a crear condiciones que permitan un 
crecimiento económico autosostenido e .indepen-
diente, sino que apunta directamente a la pro-
fundizución de la recesión porque éste es el re-
quisito indispensable para crear las condiciones 
propicias a fin de que el país pague cada vez 
en mayor medida los intereses de esa deuda ex-
terna a la que reiteradamente todos liemos cali-
ficado como ilegítima, injustificada e inmoral. 

Por todas estas consideraciones rechazamos 
este conjunto de artículos que estamos conside-
rando, entendiendo que directamente deben ser 
eliminados de este proyecto de ley de presu-
puesto de la administración nacional. 

Sr. Presidente (Pugliese). — Tiene la palabra 
el señor diputado por L a Rioja. 

Sr. Abdala (L. O.). — Señor presidente: enten-
demos que el tema en cuestión, sintetizado en 
los artículos 21 al 25, toca muy de lleno los in-
tereses de las provincias. Y no voy a pretender 
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incurrir en el absurdo de circunscribir el trata-
miento a lo que en particular significa para mi 
provincia, L a Rioja, la ley 22.021 de régimen 
de promoción industrial, porque sería minimizar 
el problema. 

Alguna vez, en estos duros avalares que sig-
nifican las preocupaciones políticas en los hom-
bres nutridos en el vientre de la madre tierra, 
liemos sido capaces de elaborar una concepción 
federalista en este intrincado país de las defor-
maciones y creemos con sinceridad que el fede-
ralismo responde a una metodología para dis-
tribuir los esfuerzos y procurar los logros en 
función de una universalidad que es el país total. 

D e ninguna manera podemos desvirtuar prin-
cipios elementales que se refieren al sincera-
miento y a la solidaridad que debe imperar en 
todo el ámbito de nuestra patria, con actitudes 
folklóricas o de mera recordación histórica, tan 
de moda en estos tiempos, cuando parece que 
hemos subordinado las verdades absolutas que 
marcaron nuestro rumbo como Nación para gran-
jearnos simpatías de allá lejos o acá cerca, de-
trás de una promoción política. 

No podemos mostrarnos indiferentes a lo que 
la realidad nos exige como un imperativo de 
estos tiempos, sobre todo los que pertenecemos 
a una generación que alguna vez llamé la gene-
ración de las grandes frustraciones. 

Como me duele mi país, como me duele mi 
provincia y también me duelen mis hijos, quiero 
hacer esta reflexión en función de un problema 
puntual. No sé si corresponde este tono retórico 
cuando la miseria nos lleva de su cola; no sé si 
en medio de la crisis corresponde que un argen-
tino bien nacido se siente en una banca del Par-
lamento nacional a cantar loas a los aparentes 
dividendos políticos que la misma crisis nos está 
produciendo a todos. Alguien me preguntó días 
pasados: señor diputado, ¿usted cree que con 
esta medida se terminarán las goteras en las es-
cuelas rancho? ¡Vaya novedad! L e respondí, con 
un poco de dolor, que mi modesta misión desde 
esta banca consiste en a justarme a la realidad y 
hacer algo para que los argentinos abramos las 
puertas del .sinceramiento y nos dediquemos to-
dos, sin excepción, a buscar la salida que nos 
reclama la historia en las postrimerías de este 
siglo. Tuve que preguntarle a ese ilustre señor 
— y valga la anécdota para sintetizar mi pensa-
miento— si no se había percatado de las nove-
dades públicas, por cuanto todo el país hace agua 
y no solamente las escuelas rancho de mi patria. 
L e dije además que había que apuntalar todo 
el país para que no se hunda, porque las goteras 
se acrecientan con actitudes mezquinas; porque 
muchas veces, cuando fijamos nuestras posicio-

nes desde estas bancas, llevados tal vez por un 
sentimiento político, agravamos la situación en 
lugar de buscar los correctivos. 

Digo esto, señor presidente, porque mi Rioja 
es un indicador fehaciente dentro del conjunto 
de la marginación argentina. Creo que estos re-
gímenes de promoción han servido para produ-
cir la apertura de esta ansiada reversión y para 
recuperar las economías de las distintas regiones 
del país. Pero también tengo el orgullo del hom-
bre del interior; de ese hombre al que no le 
gustan las regalías fantasiosas, que entiende que 
las exccpcionalidades son medidas dentro de un 
límite y no deben pasar a ser concesiones que 
nos hagan sentir un poco petisos, como entrando 
por la ventana, cuando nuestros antecedentes 
históricos nos han hecho grandes para entrar por 
la puerta mayor. 

Los catamarqueños, los sanjuaninos, los pún-
tanos y los riojanos hemos vivido en estos últi-
mos tiempos los beneficios que otorgan leyes de 
promoción como la 22.021. Pero creo que alguna 
vez debemos, en este bendito país —porque así 
me lo reclaman mis hijos y tal vez todos los ha-
bitantes de nuestra patria—, dejar de transitar 
por las vías de las excepciones para ser capaces 
de marcar el rumbo cierto del nuevo país con el 
que sueño, aunque no sé si alguna vez lo veré. 

Cargamos sobre nuestras espaldas medio siglo 
de deformación. No sé si ello nos permitirá rom-
per con algunos esquemas. E n este sentido, quie-
ro recordar lo que muchas veces digo en las mo-
destas tribunas de mis pueblos: este es un país 
que se hizo como nido de cotorra: con la boca 
para abajo; pero la diferencia está en que por 
cuestiones de instinto la cotorra sabe para qué 
su ruido está hecho así, mientras que nosotros, 
los argentinos, no alcanzamos a comprender por 
qué hemos llegado a estos límites insostenibles 
de deformación. 

E n síntesis, dolorido un poco porque los que 
ejercen el poder en ini provincia —no sé si en 
una actitud de suficiencia o porque han tomado 
los recaudos necesarios— no nos hicieron parti-
cipar de esto, que es de real interés para nues-
tra comunidad, quiero expresar que más allá del 
pensamiento de mi bloque —soy hombre de par-
tido y disciplinado, pero enemigo de las incon-
dicionalidades— creo que estas exccpcionalida-
des tendrían que mantenerse hasta tanto seamos 
capaces de abordar el problema de fondo. 

También pienso que no es por vía de leyes 
que consagren excepciones como se soluciona el 
problema, porque seas excepciones pueden dar 
lugar a actitudes que quizá no sean del todo 
lícitas, aunque están permitidas en los regíme-
nes de promoción y desde el punto de vista afee-
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tivo pueden sernos convenientes; pero desdo el 
punto de vista técnico-jurídico y en función del 
futuro del país pueden resultar muy objetables. 

Por lo dicho, adhiero al pensamiento que lian 
vertido otros señores diputados de provincias-
vecinas —caso concreto, C a t a m a r c a — y estimo 
que habrá que hacer una exclusión de este tema 
del presupuesto hasta tanto seamos capaces de 
debatir a fondo el problema integral de las ra-
dicaciones en el interior, a fin de que esta preo-
cupación actual permita madurar una solución 
definitiva para el futuro de la Argentina. (Aplau-
sos.) 

Sr. Matzkin. — Pido la palabra para solicitar 
una aclaración. 

Sr. Presidente ( P u g l i e s e ) — T i e n e la palabra 
el señor diputado por L a Pampa. 

Sr. Matzkin. — Respetuosamente solicito al se-
ñor diputado que acaba de finalizar su exposi-
ción que aclare si debemos interpretar su pen-
samiento como un adelanto de su pronuncia-
miento en contra de la propuesta del Poder Eje-
cutivo y del despacho de la mayoría. 

Sr- Abdala (L. O.). — Creo que he sido claro, 
señor diputado. Adhiero al planteamiento for-
mulado por el señor diputado Furque. 

Sr. Presidente (Pugliese). — Tiene la palabra 
el señor diputado por Santa Fe . 

Sr. Natale. — Señor presidente: muy breve-
mente dejaré expuesto el pensamiento de nues-
tro sector sobre este tema. 

E n primer lugar, entendemos que el crédito y 
el impuesto son dos instrumentos eficientes para 
la promoción de las actividades económicas.. E n 
segundo lugar, los regímenes de promoción in-
dustrial han contribuido en nuestro país a ex-
pandir el emplazamiento de industrias en el in-
terior del territorio nacional- E n tercer término, 
existe consenso en cuanto a la necesidad de 
modificar estos regímenes y simplificar primor-
dialmente los mecanismos de adaptación de las 
situaciones concretas a la normativa en vigen-
cia. Por último, quiero dejar expuesta la evi-
dente reabsorción de facultades por el gobierno 
central a costa de los gobiernos de provincia, tal 
como resulta de uno de los artículos en conside-
ración, contribuyendo de esa manera a consoli-
dar el poder central en áreas que hasta ahora 
estaban en manos de los gobiernos locales. 

Sr. Presidente (Pugliese). — Tiene la palabra 
el señor diputado por L a Rioja. 

Sr. Corzo. — E l tema de las radicaciones in-
dustriales en nuestra provincia, como bien lo 
señalara el señor diputado Abdala, adquiere 
singular importancia. 

El crecimiento fabril del país ha registrado 
una deformación del perfil industrial: así vemos 
al cordón del Gran Buenos Aires como la gran 
cabeza de un cuerpo totalmente endeble. 

Mi provincia renació con la sanción de la ley 
22.021, que posibilitó la concreción de un polo 
de desarrollo completamente nuevo. Me animo 
a decir que el de mi provincia es un parque 
industrial modelo, contrariando así un poco ex-
presiones del señor diputado Furque en el sen-
tido de que estos regímenes de promoción han 
traído como consecuencia la radicación de in-
dustrias con rueditas. E n tal aspecto nuestras 
autoridades han tomado el caso con la realidad 
y responsabilidad que era menester. E n el ejem-
plo a que me refiero el parque industrial ter-
minó con la situación permanente de éxodo de 
nuestros jóvenes, que debían abandonar nues-
tras provincias en búsqueda de fuentes de tra-
bajo. Sin contar con las empresas conexas que 
han proliferado como consecuencia de nuestro 
parque industrial, alrededor de 12 mil habi-
tantes se han visto beneficiados con estas acti-
vidades promocionadas en nuestro territorio, 
donde hasta no hace mucho tiempo la única 
que daba trabajo era la administración pública. 

Cuando escucho decir en este recinto que es-
tos regímenes de promoción industrial han sido 
sustentados como una cuestión de demagogia 
electoralista, ello me hace pensar que quienes 
así se expresan carecen por completo del sen-
tido de lo que es la justicia social o no conocen 
el interior del país y nunca han transitado por 
estas provincias pobres y olvidadas. 

Con la firma del acta de reparación histórica 
se posibilitó la aplicación de estos regímenes 
de promoción industrial. Esta es la auténtica 
realidad que vivimos. 

Con absoluta claridad debo señalar las pala-
bras de mi comprovinciano, el señor diputado 
Abdala, quien en un enjundioso discurso ha 
defendido el régimen de promoción industrial 
y nos ha hablado de su extrañeza acerca de su 
falta de participación en este tema ante la no 
convocatoria de las autoridades de mi provin-
cia. E n esto hay una contradicción porque es 
muy clara la actitud del Poder Ejecutivo na-
cional: mediante los artículos 21 a 2 5 del pro-
yecto en consideración se suscribe la partida 
de defunción de los regímenes de promoción 
industrial. L a incongruencia en este sentido es 
que el señor diputado Abdala representa al 
bloque de la mayoría. 

Reitero que estos regímenes de fomento in-
dustrial juegan un rol preponderante en el des-
tino de nuestras provincias. Basta citar como 
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ejemplo el polo de desarrollo —quizás único 
en el país— gestado en la provincia de L a 
Rioja. 

Con estas consideraciones señalo mi total opo-
sición a los citados artículos en consideración, 
que —lo reitero— importan la muerte de la 
promoción industrial en las provincias de L a 
Rioja, Catamarca, San Luis y San Juan. 

Sr. Presidente (Pugliese). — Tiene la palabra 
el señor diputado por la Capital. 

Sr. Conté. — Señor presidente: brevemente he 
de expresar que nuestro sector se opone a los 
artículos en consideración y lo hace enérgica-
mente, con un gran dolor y con una exhortación 
a la bancada oficialista para que se sume a la 
decisión de no interrumpir este avance que, si 
bien presenta deficiencias, ha permitido lograr 
una importante industrialización en el interior 
del país. 

Nuestra bancada considera que el régimen 
actual no es satisfactorio, pero no por razones 
fiscalistas, sino porque no promueve adecuada-
mente los recursos locales, no asegura el ateso-
ramiento interno de los resultados, no crea las 
necesarias escalas y no regionaliza. 

Esos son los defectos de la ley; no los proble-
mas fiscales. Las cifras no hacen sino marcar 
el aporte fiscal que se ha hecho por medio de 
estos regímenes y la permanente mezquindad 
de las zona metropolitana y pampeana para ayu-
dar a las provincias del interior. 

Luego de haber hecho estas aclaraciones, rati-
ficamos nuestra firme, absoluta y convencida 
oposición a la introducción de estas normas y 
exhortamos a la bancada oficialista, especial-
mente a sus sectores del interior del país, a que 
se sume a nuestro voto. 

Sr. Presidente (Pugliese). — Tiene la palabra 
el señor diputado por Buenos Aires. 

Sr. Socchi. — D e acuerdo con las disposiciones 
de las leyes de promoción 21.608, 22.021 y 
22.095, el Poder Ejecutivo nacional fija anual-
mente mediante el cálculo de gastos y recursos 
un cupo o límite presupuestario para la conce-
sión de los beneficios promocionales, estable-
ciendo los respectivos cupos fiscales para los 
proyectos a aprobar dentro de los regímenes que 
cada ley estipula. 

Para 1986 el Poder Ejecutivo nacional, por 
medio del proyecto de presupuesto que estamos 
considerando, ha introducido dos modificaciones 
en el cupo antes mencionado: en lugar de ha-
cerlo anual, se ha proyectado en forma pluria-
nual y, además, se ha cambiado la metodología 
de cálculo del costo fiscal imputable a dicho 
cupo. 

Los fundamentos del Poder Ejecutivo se basan 
primordialmente en el hecho de haberse detec-
tado que los límites emergentes de los cupos son 
eludidos por medio de la práctica de declarar 
un costo fiscal nulo o ccro en el primer año en 
el que se produce la aprobación del proyecto. 
Luego, en los años subsiguientes el costo fiscal 
adquiere dimensiones realmente explosivas que 
comprometen incontrastablemente el sacrificio 
fiscal realizado. 

E n primer lugar, la modificación propiciada 
por el Poder Ejecutivo en los artículos que se 
observan consiste esencialmente en que se lija 
un costo fiscal para cada proyecto en el año de 
su aprobación que es igual a la suma total de 
los beneficios a otorgarse durante todo el lapso 
de vigencia del proyecto. 

En segundo término, se incluyen en dicho 
costo fiscal tratamientos preferentes que hasta 
el presente no integraban el cálculo. Actualmen-
te se hace el cálculo sobre la base de los impues-
tos a los capitales, a las ganancias y al valor 
agregado; en este caso el Poder Ejecutivo tam-
bién adiciona los derechos de importación, los 
incentivos a las exportaciones y la exención del 
impuesto a los combustibles. 

En tercer lugar, en los nuevos textos el Poder 
Ejecutivo obvia la intervención de la Secretaría 
de Industria, transfiriendo facultades a la Secre-
taría de Hacienda. 

Por otra parte, esta modificación se comple-
menta con las disposiciones de los artículos 24 
y 25 del dictamen en consideración, en cuanto a 
la fijación del cupo anual para la aprobación de 
los beneficios para 1986, calculado sobre la base 
de actualizar el cupo del año anterior por el 
índice 1,549 y multiplicar el resultado por un 
coeficiente estimativamente representativo de la 
relación entre el primer año de beneficios y 
la totalidad del período desgravado. 

E n lo que atañe a la disposición de facto 
21.608, dado que ella abarca regímenes de lapsos 
desiguales de duración —los sectoriales, diez 
años, y los regionales, catorce y quince—, se su-
pone que aquel coeficiente ha debido contem-
plar también una estimación vinculada con la 
vigencia de los proyectos que habrían de apro-
barse durante 1986. 

E n este punto quisiera efectuar ciertas obser-
vaciones a raíz de algunas críticas que se han for-
mulado con respecto a los distintos datos que se 
han mencionado sobre los regímenes de promo-
ción durante 1985. Posteriormente me referiré a 
la alusión que se hizo sobre un estudio que su-
puestamente se habría concretado por medio del 
Fondo Monetario Internacional. 
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Voy a decir en forma objetiva —dejando de 
lado los aspectos emocionales— que el porcen-
taje de utilización del cupo fiscal para el caso de 
San Juan ha sido cero durante 1985, es decir, no 
registra utilización del cupo. A pesar de haberse 
aprobado 119 proyectos y, si suponemos que el 
costo plurianual sería de 385.578.000 australes, 
esto nos demuestra inequívocamente la inope-
rancia del sistema vigente. 

Dejemos de lado el caso de San Juan y consi-
deremos los de L a Rioja, Catamarca y San Luis, 
que en el presupuesto de 1985 tenían asignados 
cupos de idéntica magnitud. L a Cámara los votó 
en su oportunidad y a precios de 1985 represen-
taban 1.489.000 australes. Su utilización efectiva 
presenta notables disimilitudes en cuanto a los 
costos fiscales plurianuales derivados de la apro-
bación de los proyectos durante 1985. Para L a 
Rioja la utilización del cupo alcanzó un 85 por 
ciento; para Catamarca, 77 por ciento y para 
San Luis, un ciento por ciento; es decir que en 
este último caso se utilizó la totalidad del cupo 
previsto. 

E l mejor índice del desequilibrio al que con-
duce el régimen de cupos fiscales vigente surge 
de la relación entre el costo total durante la vi-
gencia y el costo del primer año, lo que arrojaría 
una cantidad de 35,6 años para la ley 21.608, 
264,5 años para L a Rioja, 147,6 años para Cata-
marca, a San Juan le correspondería la utiliza-
ción del cupo en forma infinita y, por último, la 
provincia de San Luis tendría 1.037,4 años. 

¿Cuáles son entonces los motivos de la obser-
vación que planteo al proyecto del Poder Ejecu-
tivo? Las razones que fundamentan la disidencia 
residen fundamentalmente en las desvirtuaciones 
que ha sufrido la ley. Por ejemplo, ello es así por 
cuanto el sacrificio fiscal de los proyectos se cal-
cula en función de compromisos mínimos de pro-
ducción, de lo que resultan costos fiscales teóri-
cos subvaluados frente a los costos reales, los que 
atento al régimen desgravatorio vigente no tie-
nen otro límite más que el impuesto por el pro-
pio incremento de las ventas, inversiones o ga-
nancias del beneficiario del régimen. Esta brecha 
entre el costo fiscal real emergente de los pro-
yectos aprobados y el costo teórico todavía no 
se ha podido cuantificar con certeza, pese a que 
por el artículo 103 de la ley 11.683 la Dirección 
General Impositiva tiene facultades para hacer-
lo; por lo tanto, señor presidente, cualquier in-
tento de introducir racionalidad en el sistema 
promocional vigente —tal como se ha dicho en 
este recinto— no se podrá hacer en forma par-
cial, sino contemplando los problemas de fondo. 
Es decir que no sólo tendremos que analizar las 

consecuencias sino también las causas de las dis-
torsiones en los regímenes de promoción actual-
mente en vigencia. 

Por esa razón hace un año propicié la suspen-
sión de todos los regímenes de promoción. Esto 
no era un mero capricho ya que nuestro partido, 
nuestro gobierno y la comisión de la que formo 
parte, si tuvieran que definirse con un sí o con 
un no, diríamos muy afirmativamente que quere-
mos la promoción. 

Considero que tenemos que tomar en cuenta 
algunos vacíos o falencias de los regímenes exis-
tentes porque, por ejemplo, la actual experienpia 
argentina se caracteriza por la coexistencia de re-
gímenes carentes de organicidad que no respon-
den a un perfil industrial inserto en un programa 
de desarrollo, provocando una dispersión de la 
inversión sin plan ni rumbo, carente de una línea 
rectora. E n cuanto a los aspectos espaciales co-
mo sectoriales, debo decir que se agravan por la 
existencia de distintas autoridades de aplicación 
autorizadas para acordar estos beneficios. 

El otorgamiento de estímulos — q u e deberá 
analizarse en profundidad cuando se debata el 
tema de la promoción industrial— como, por 
ejemplo, el caso del IVA, opera como subsidio 
de imposible control que distorsiona los precios 
relativos. E l sistema imperante ha perdido se-
lectividad, creando anarquía y frustraciones. L a 
necesidad, por lo tanto, de lograr economías de 
aglomeración con alto valor agregado sería — a 
mi juicio—, otra de las causas que tendríamos 
que definir además de la real ley de promoción 
que sin duda tendrá que debatirse en esta Cá-
mara. 

¿Cómo tenemos que resolver esta instancia? 
Considero que para resolver en el ínterin el 
problema presentado en el proyecto del Poder 
Ejecutivo deberá producirse un ajuste en la re-
dacción de las normas vigentes que permita 
evitar la tergiversación de la finalidad persegui-
da. Por eso debe ser representativo ese índice 
del compromiso fiscal que se asume con la apro-
bación de los proyectos. E n este orden de ideas, 
no puede negarse que el resultado de dividir 
el costo total de cada proyecto por el número 
de años de vigencia es un indicador innegable. 

Señor presidente: para terminar con lo refe-
rente a las consideraciones técnicas, diría que 
es éste el ajuste que en esencia propongo como 
una forma de superar el real problema plan-
teado. 

Pienso que la alternativa propuesta mantiene 
en términos reales la magnitud de los cupos 
proyectados ya que los que allí se proponen 
son fijados mediante actualización, aplicando el 
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índice de] 1,586. que fue utilizado para confec-
cionar el presupuesto, en lugar del de 3,549, 
relacionado con los cupos plurianuales y pro-
puesto por el Poder Ejecutivo. 

Asimismo entiendo que la propuesta expone 
con .seriedad una solución al problema sin per-
der de vista su carácter provisorio, al no pie-
tender la introducción de cambios de metodo-
logía, que deben ser materia de una ley estu-
diada en profundidad. 

E n nuestro país la promoción industrial ha 
cumplido una etapa. A mi juicio tenemos que 
poner el acento en una racional orientación y 
no en la cantidad determinada sobre los cupos. 
Por otra parte, ya han pasado seis meses de 
este año, y el sistema ya no sirve y no funcio-
na. Como bien se ha dicho acá, esto es nece-
sario estudiarlo y debatirlo en profundidad. 

No podría dar por terminada mi intervención 
sin efectuar una última apreciación: se habló 
también durante este debate de que nuestro go-
bierno no está en condiciones de presentar una 
alternativa de tipo industrial. Por su parte, el 
diputado justicialista doctor Cafiero dijo días 
pasados que temblaba cuando los radicales pen-
sábamos en un modelo económico, porque se-
gún él la historia argentina ha demostrado que 
la Unión Cívica Radical no ha sabido interpre-
tar la vida económica y social de la República. 
Luego prosiguió su discurso —un poco antirra-
dical, diría— haciendo mención a nuestra vo-
cación democrática pero poniendo en tela de 
juicio nuestra vocación industrial. 

Siento un profundo respeto por el señor di-
putado Cafiero, por su profesionalidad y cono-
cimientos sobre economía, pero quiero decir 
que en el período comprendido entre los años 
1963 y 1965 —etapa en que gobernó la Unión 
Cívica Radical— el producto bruto interno ex-
perimentó un aumento del 20,5 por ciento. Ade-
más se registraron los siguientes incrementos: 
en el producto bruto interno per cápita, del 
17,1 por ciento; en el salario real, del 12,7 por 
ciento; producto bruto industrial, 35,3 por cien-
to; capacidad instalada sustitutiva de importa-
ciones, 21,7 por ciento; en la participación de 
la industria en el total del producto, 12,7 por 
ciento; en la producción de las industrias me-
tálicas básicas, 60 por ciento; en la producción 
de maquinaria y equipos, 51,3 por ciento; en la 
inversión bruta interna fija, 15,9 por ciento; en 
la inversión en construcciones privadas, 25,7 por 
ciento, y en la inversión en equipo durable de 
producción, 64,7 por ciento. Estas no son cifras 
de inflación, sino números concretos. 

A esta situación se llegó durante el gobierno 
del doctor Arturo lllia en un breve plazo de 
dos años. E n cuanto a la expresión del dipu-
tado Cafiero en el sentido de que en ciertas 
ocasiones temblaba, yo digo que tendríamos que 
temblar con sólo leer estas cifras. 

Con respecto a lo que se dijo sobre el estudio 
o informe impuesto por el Fondo Monetario 
Internacional, quiero aclarar que si estuviéra-
mos aquí acatando algo elaborado por funcio-
narios de ese organismo no estaríamos hablan-
do sobre la alternativa propuesta en las obser-
vaciones al dictamen, sino que tendríamos que 
analizar lisa y llanamente la derogación de to-
dos los regímenes de promoción, cosa a la que 
no está dispuesto nuestro partido. Por el con-
trario, pretendemos estudiar el tema con toda 
la profundidad y seriedad que él merece. A 
ningún miembro del Poder Ejecutivo ni de 
nuestra bancada le va a temblar la mano para 
aprobar un régimen de promoción racional, que 
contemple la reformulación de un nuevo pacto 
federal en la República Argentina y que, a la 
postre, sea la resultante de la concertación de 
ambas cámaras del Congreso de la Nación. 

No dudo de la buena disposición para apro-
bar esta iniciativa y por eso solicito que las 
bancadas aquí representadas aprueben las pro-
posiciones que he formulado, porque ello nos 
permitirá contar a corto plazo con una ley de 
promoción industrial racional, seria y que con-
temple adecuadamente los intereses de cada 
una de las provincias. 

Solicito que por Secretaría se dé lectura de 
las observaciones formuladas a los artículos 21, 
22, 23, 2 4 y 25 del proyecto en consideración. 

Sr. Presidente (Pugliese). — Por Secretaría se 
procederá a dar lectura de las modificaciones 
propuestas por el señor diputado Socchi. E n 
primer término, se dará lectura del texto pro-
puesto como artículo 21. 

Sr. Secretario (Belnicoff). — Dice así: 

Sustituyese el segundo párrafo del artículo 10 de la 
disposición de facto 21.608, por el siguiente: 

El Ministerio de Economía fijará anualmente en 
base a las propuestas de las secretarías de Industria 
y Comercio Exterior y de Hacienda un importe o 
cupo total para dicho costo fiscal teórico, el que será 
incluido en la ley de presupuesto y que constituirá 
el límite dentro del cual se podrán aprobar proyectos 
con afectación a dicho cupo. A estos fines, en ningún 
caso el costo fiscal teórico de cada proyecto atri-
buible al ejercicio presupuestario de su afectación 
podrá ser inferior al que resulte de promediar el costo 
fiscal global del mismo por el número de años de su 
vigencia, contados a partir de su puesta en marcha. 
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Sr. Presidente (Pugliese). — ¿Acepta la comi-
sión el texto propuesto? 

Sr. Rodríguez (Jesús). — Sí, señor presidente. 
Sr. Presidente (Pugliese). — P o r Secretar ía se 

dará lectura del texto propuesto por el señor 
diputado Socchi en sustitución del artículo 2 2 
del dictamen. 

Sr. Secretario (Belnicoff). — D i c e así: 

Sustituyese el segundo párrafo del artículo 31 de la 
disposición de facto 22.095, por el siguiente: 

El Ministerio de Economía fijará anualmente en 
base a las propuestas de las secretarías de Minería y 
de Hacienda un importe o cupo total para dicho cos-
to fiscal teórico, el que será incluido en la ley de 
presupuesto y que constituirá el límite dentro del 
cual se podrán aprobar proyectos con afectación a 
dicho cupo. A estos fines, en ningún caso el costo 
fiscal teórico de cada proyecto atribuible al ejercicio 
presupuestario de su afectación podrá ser inferior al 
que resulte de promediar el costo fiscal global del 
mismo por el número de años de su vigencia, conta-
dos a partir de su puesta en marcha. 

Sr. Presidente (Pugliese). — ¿Acepta la C o m i -
sión? 

Sr. Rodríguez (Jesús). — Sí, señor presidente. 
Sr. Presidente (Pugliese). — P o r Secretaría se 

dará lec tura del texto propuesto por el señor 
diputado Socchi en sustitución del artículo 2 3 
del dictamen. 

Sr. Secretario (Belnicoff). — D i c e así: 

Sustituyese el artículo 22 de la disposición de facto 
22.021, por el siguiente: 

Artículo 22. — El costo fiscal teórico de los bene-
ficios del régimen de esta ley deberá ser considerado 
a los efectos de la fijación del cupo a que se refiere 
el artículo 10 de la disposición de facto 21.608. 
A tal fin la autoridad de aplicación deberá suminis-
trar a la Secretaría de Hacienda la información per-
tinente. El cupo que en definitiva se fije por el Mi-
nisterio de Economía constituirá el límite dentro del 
cual la autoridad de aplicación podrá aprobar bene-
ficios en virtud de la presente ley. A estos fines, en 
ningún caso el costo fiscal teórico de cada proyecto 
atribuible al ejercicio presupuestario de su afectá-
ción podrá ser inferior al que resulte de promediar 
el coslo fiscal global del mismo por el número de 
años de su vigencia, contados a partir de su puesta 
en marcha. 

Sr. Presidente (Pugliese). — ¿ A c e p t a la comi-
sión? 

Sr. Rodríguez (Jesús). — Sí, señor presidente. 
Sr. Presidente (Pugliese). — P o r Secretaría se 

dará lec tura del texto propuesto por el señor di-
putado Socchi en sustitución del artículo 2 4 del 
dictamen. 

Sr. Secretario (Belnicoff). — D i c e así: 

El cupo global a que se refiere el artículo 10 de 
la disposición de facta 21.608, se fija para 1986 en ocho-
cientos veinte millones seiscientos dieciséis mil ciento 
veintitrés australes (A- 820.616.123), correspondiendo la 
suma de un millón setecientos veintinueve mil doscien-
tos cuarenta y ocho australes 1.729.248) al cupo limi-
to dentro del cual se podrán aprobar nuevos proyectos 
durante el ejercicio 1986, en virtud de lo establecido 
por la disposición de facto 22.021 de desarrollo econó-
mico do la provincia de La Rioja; la suma de un millón 
setecientos veintinueve mil doscientos cuarenta y ocho 
australes 1.729.248) al cupo límite dentro del cual 
se podrán aprobar nuevos proyectos durante el ejercicio 
1986 en la provincia de Catamarca, conforme a lo esta-
blecido por la disposición de facto 22.702; la suma de 
un millón setecientos veintinueve mil doscientos cua-
renta y ocho australes (A 1.729.248) al cupo límite den-
tro del cual se podrán aprobar nuevos proyectos du-
rante e! ejercicio 1986 en la provincia de San Luis, 
de acuerdo a lo establecido por la disposición de facto 
22.702, y la suma de un millón setecientos veintinueve 
mil doscientos cuarenta y ocho australes (A 1.729.248) 
al cupo límite dentro del cual se podrán aprobar nuevos 
proyectos durante el ejercicio 1986 en la provincia de 
San Juan, en virtud de lo dispuesto por la disposición 
de facto 22.973. 

El cupo global se considera afectado por todos los 
proyectos de promoción industrial aprobados al 31 de 
diciembre de 1985 por un monto total de setecientos 
noventa y dos millones setecientos cuarenta y un mil 
seiscientos australes (=& 792.741.600). 

Sr. Presidente (Pugliese). — ¿ A c e p t a la comi-
sión? 

Sr. Rodríguez (Jesús). — Sí, señor presidente. 
Sr. Presidente (Pugliese). — P o r Secretaría se 

dará lec tura del texto propuesto por el señor di-
putado Socchi en sustitución del art ículo 2 5 del 
dictamen. 

Sr. Secretario (Belnicoff. — D i c e así: 

El cupo total para la aprobación de nuevos pro-
yectos durante el ejercicio 1986 a que se refiere el 
artículo 31 de la disposición de facto 22.095 se fija 
en novecientos veintitrés mil cincuenta y dos australes 
(& 923.052). 

El costo fiscal teórico para el año 1986 de proyectos 
aprobados en años anteriores alcanza a un millón nove-
cientos quince mil setecientos australes (A 1.915.700). 

Sr. Presidente (Pugliese). — ¿ L a comisión 
a c e p t a ? 

Sr. Rodr íguez (Jesús). — Sí, la comisión acepta . 

Sr. Presidente (Pugl iese ) .— Se v a a votar el 
art ículo 2 1 c o n f o r m e al texto propuesto por el 
señor diputado Socchi y a c e p t a d o p o r la comi-
sión, del que se ha dado lectura por Secretaría . 

—Resulta afirmativa. 
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Sr. Presidente (Pugliese). — Se va a votar el 
artículo 22 en las mismas condiciones, es decir, 
con las modificaciones propuestas por el señor 
diputado Socchi y aceptadas por la comisión. 

—Resulta afirmativa. 

Sr. Presidente (Pugliese). — Se va a votar el 
artículo 23 de acuerdo con el texto propuesto 
por el señor diputado Socchi, aceptado por la 
comisión. 

—Resulta afirmativa. 

Sr. Presidente (Pugliese). — Se va a votar el 
artículo 24 conforme al texto propuesto por el 
señor diputado Socchi y aceptado por la co-
misión. 

—Resulta afirmativa. 

Sr. Presidente (Pugliese). — Se va a votar el 
artículo 25 en las mismas condiciones, es decir, 
según la propuesta del señor diputado Socchi, 
que h a sido aceptada por la comisión. 

—Resulta afirmativa. 

Sr. Presidente (Pugliese). — Antes de retirar-
se del recinto la señora diputada Falcioni de 
Bravo solicitó a la Presidencia que se le permi-
tiera la inserción de un texto que resume las pa-
labras que pensaba pronunciar en este debate, 
ello debido a que debía ausentarse urgente-
mente. 

Si hay asentimiento de la Honorable Cámara, 
se efectuará la respectiva inserción. 

—Asentimiento. 

Sr. Presidente (Pugliese). — Se hará la inser-
ción solicitada1 . 

E n consideración el artículo 26. 
Se va a votar. 

—Resulta afirmativa. 
—Sin observaciones, se vota y aprueba el 

artículo 27. 

Sr. Presidente (Pugliese). — E n consideración 
el artículo 28. 

Tiene la palabra el señor diputado por la Ca-
pital. 

Sr. Alsogaray. — Quisiera preguntar al señor 
miembro informante de la mayoría si este artícu-

1 Véase el texto de la inserción en el Apéndice. 
(Pág. 1795.) 

lo contiene una autorización ilimitada; es decir, 
si los canales de televisión y las estaciones de 
radio pueden gastar cualquier cosa y perder 
cualquier cantidad de dinero, o si se les va a 
poner un límite. 

Sr. Presidente (Pugliese). — Tiene la palabra 
el señor miembro informante. 

Sr. Rodríguez (Jesús). — Quiero señalar que 
respecto de este artículo se ha propuesto un 
agregado que la comisión ha resuelto aceptar. 

E n función de la información que pudimos 
obtener merced a las consultas realizadas a los 
funcionarios del Poder Ejecutivo, el monto pre-
visto asciende a 5.753.000 australes, cifra que en 
términos reales significa aproximadamente el 
mismo aporte que el correspondiente a 1985. 

Sr. Alsogaray. — Esa cifra no surge de la re-
dacción del artículo. Si se quiere fijar un límite, 
habrá que poner la cifra hasta donde se hará la 
financiación. 

Sr. Presidente (Pugliese). — E l señor miembro 
informante anunció además una modificación 
que la Presidencia no conoce. 

Sr. Alsogaray. — Pero no creo que la modifi-
cación consista en colocar esa cifra. 

Sr. Rodríguez (Jesús). — A esto se iba a refe-
rir la señora diputada Díaz de Agüero, para lo 
cual habrá que esperar que concluya ei señor 
diputado Alsogaray. 

Sr. Alsogaray. — No tengo ningún inconve-
niente en hablar en otra oportunidad, pero mi 
intención era simplemente conocer si se trataba 
de una autorización ilimitada o de una cantidad 
fija. 

Sr. Presidente (Pugliese). — Tiene la palabra 
la señora diputada por Córdoba. 

Sra. Díaz de Agüero. — Señor presidente: el 
artículo 28 del proyecto se refiere a la ayuda 
financiera que el Estado nacional puede prestar 
a la Secretaría de Información Pública para 
atender las erogaciones de los medios de difu-
sión bajo su administración. 

Esta ayuda financiera no es una novedad, por 
cuanto desde hace muchos años estas empresas 
son deficitarias y siempre han requerido la aten-
ción del Estado nacional para hacer frente a sus 
distintas necesidades. Estos déficit se han origi-
nado principalmente en el sobredimensionamien-
to de la estructura de personal, lo que ocurrió 
debido a razones sociales, dado que el mercado 
laboral no estaba en condiciones de absorber 
tanta mano de obra. Si se hubiera procedido a 
una racionalización drástica para adecuar todo 
a sus reales necesidades, se habría creado un 
problema mayor; en cambio así se asegura una 
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fuente de trabajo para muehos técnicos que ac-
tualmente se ven imposibilitados de encontrar 
empleo. 

Por otra parte, la situación económica ha crea-
do una retracción en el mercado publicitario 
que determinó la disminución de ingresos en 
estos medios. El plan austral congeló las tarifas 
y se produjo un atraso de aquello que se factura 
por publicidad. 

Pero hay que recalcar que todos estos medios 
fueron recibidos en un estado bastante deficien-
te en materia de operatividad, siendo necesario 
e indispensable proccderse a su equipamiento 
total o parcial. Además, el crónico estado defi-
citario de estas empresas ha hecho imposible 
que tales medios puedan acceder a créditos de 
terceros, que en gran medida facilitarían la aten-
ción de sus propias necesidades. 

Por lo tanto, entendemos que la ayuda finan-
ciera que se propone en este artículo es proce-
dente, aunque quiero brindar algunos elementos 
que pueden traer tranquilidad a las inquietudes 
del señor diputado Alsogaray y a algunos otros 
miembros de esta Cámara. 

Compararé el primer trimestre de los años 
1984, 1985 y 1986. En el primer trimestre 
de 1984, para los canales 11 y 13, a valores ac-
tualizados, se tuvo que hacer un aporte finan-
ciero de 1.166.950 australes. E n el primer tri-
mestre del año 1985 —también a valores actua-
lizados— esa erogación disminuyó a 1.055.650 
australes, y en el primer trimestre del año en 
curso, esa cifra se reduce a 126.412 australes. 

Haciendo la misma comparación con relación 
a los otros medios que administra la Secretaría 
de Información Pública, en el primer trimestre 
del año 1984 se hizo un aporte de 1.487.343 aus-
trales. E n el primer trimestre del año 1985, la 
cifra llegó a 1.904.769 australes —aquí se pro-
dujo un incremento—, y en el primer trimestre 
del año en curso el importe es de 441.120 aus-
trales. 

Estos índices muestran una recuperación muy 
positiva de los medios señalados, lo que habla 
de su buena administración, que los recursos se 
invierten correctamente y que se atiende a esos 
medios para que puedan servir a la comunidad, 
a fin de que se encuentren en condiciones de 
atraer —así lo impone el sistema— una impor-
tante serie de cuentas publicitarias que consti-
tuyen, en definitiva, gran parte de los recursos 
de que se valen los medios de comunicación so-
cial para su subsistencia. 

Este mejoramiento ha repercutido y reper-
cutirá para que los fondos que se les asignen 
no vayan a parar a gastos comunes, sino que 
se utilicen para incrementar los activos fijos 

y el reequipamiento t!c las emisoras, las que 
deben adecuarse a los nuevos requerimientos 
tecnológicos. 

Nuestra propuesta consiste en agregar a con-
tinuación de donde dice: " . . . las erogaciones 
que a tal efecto autoriza Ja presente ley", lo 
siguiente: "Se encuentra comprendido en esta 
norma en particular el pago de las sentencias 
judiciales firmes dictadas contra las empresas 
ut stipra mencionadas con afectación al artícu-
lo 17 de la Ley de Contabilidad". 

Este artículo guarda estrecha relación con 
la Ley de Contabilidad, porque el inciso c ) 
de su artículo 17 determina que los organismos 
estatales podrán acceder a créditos fiscales 
para atender los costos de las sentencias firmes. 

A este respecto cabe hacer notar que estos 
medios han sido objeto en muchas oportuni-
dades de juicios entablados en su contra y en 
ocasiones los han perdido, debiendo ser afron-
tadas las correspondientes erogaciones —que 
son ineludibles— por la Secretaría de Infor-
mación Pública, dado que las emisoras no se 
hallaban en condiciones patrimoniales de res-
ponder a esos costos extraordinarios. 

Entendemos que en este momento es im-
prescindible que la Secretaría de Información 
Pública esté también alcanzada por el inciso 
c ) del artículo 17 de la Ley de Contabilidad 
para poder atender las erogaciones derivadas 
de juicios, que constituyen una obligación ex-
traordinaria y de cuantificación imprevisible. E n 
consecuencia, el pago se afrontaría recurriendo 
a tales créditos y no por medio del presu-
puesto que tiene asignado la citada Secretaría. 

E l monto que derivaría de Jos juicios enta-
blados, calculado a valores actualizados al 31 
de diciembre de 1985, es del orden de los 
5,2 millones de australes, mientras que el pre-
supuesto total de Ja Secretaría asciende en el 
actual proyecto a 5,8 millones de australes; 
es decir que la repartición podría verse afec-
tada seriamente en cuanto a proseguir mante-
niendo en estado de operatividad a los otros 
medios. 

Con respecto al encuadramicnto en el inciso 
c) del artículo 17 de la Ley de Contabilidad, 
hay diversos antecedentes en cuanto a si se 
podría objetar la naturaleza jurídica de estas 
empresas que figuran como sociedades anó-
nimas. E n tal sentido se puede señalar el fallo 
del 3 de julio de 1981 de la Sala VI de la Cá-
mara Nacional en lo Civil, que en autos "Ban-
co de la Ciudad de Buenos Aires c /Produccio-
nes Argentinas de Televisión S.A., Proartel", al 
definir la naturaleza jurídica de la demandada 
expresa: . . debe concluirse en el carácter de 
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persona pública de la demandada, resultante de 
la adquisición por el Estado nacional de la totali-
dad de su paquete accionario, según decreto 1 9 3 / 
78 del 27 do enero de 1978, que aprobó el conve-
nio del 18 de octubre de 1977 entre la Secretaría 
de Información Pública y los representantes de 
todos los accionistas de Producciones Argentinas 
de Televisión Sociedad Anónima y Río de la Pla-
ta T.V. Sociedad Anónima de Teledifusión, y 
que, a estar a los considerando del acuerdo, se 
celebró con la finalidad de proseguir ambas 
sociedades con la operación del servicio tele-
visivo". 

A su vez, la Cámara Nacional de Apelaciones 
en lo Federal y Contencioso Administrativo, 
sala civil y comercial número 1, con lecha 23 
de noviembre de 1979, en la causa 8.832, reco-
noció la calidad de persona pública de Río de 
la Plata T.V. Sociedad Anónima do Teledifusión 
como consecuencia de su compra por el Es-
tado. E l criterio que guió a este tribunal sirvió 
de sustento también para calificar la situación 
de Proartel Sociedad Anónima, que es la pro-
ductora de programas que tiene el Canal 13. 
Haciendo aplicación de la doctrina mentada 
por la Corte en el caso "Gobierno Nacional c / 
E L M A " (fallo del 28 de junio de 1977, " L a 
Ley", 1978-A-36), se sostuvo que la condición 
de sociedad anónima que reviste la empresa 
no es razón suficiente para excluirla del ré-
gimen de la ley 19.993, puesto que el Estado 
es único titular del capital. Se destaca, ade-
más, que las dos entidades son los instrumentos 
de que se vale el Poder Ejecutivo para asegurar 
la continuidad de la prestación de los servicios 
de producción y emisión de televisión, califi-
cados como servicio público (ley 19.798, El 
Derecho, 46-957, y decreto 1 . 7 6 1 / 7 ) . 

E l caso —en el que también tuvo intervención 
Proartel Sociedad Anónima como tercero ci tado— 
fue finalmente decidido por la Procuración del 
Tesoro de la Nación mediante resolución de fe-
cha 23 de marzo de 1981 (expediente 2 3 0 / 7 7 , 
"Banco Nacional de Desarrollo c / R í o de la Pla-
ta T.V. Sociedad Anónima", del Juzgado Fede-
ral Civil y Comercial número 13, Secretaría nú-
mero 5, hoy Juzgado número 9, Secretaría nú-
mero 17). 

Esta caracterización de la naturaleza jurídi-
ca, que permite considerar al ente demandado 
como parte de la relación interadministrativa, 
supera la ficción de pretender que estas socie-
dades por su estatus no integrarían la administra-
ción descentralizada. Se las define pues por su 
finalidad y su realidad económica. (Corte Su-
prema, " E l Derecho", tomo 74, página 245; Ba-
rra, Rodolfo C., Conflictos interadministrativos, 

competencia del Poder Judicial y naturaleza ju-
rídica de las sociedades estatales, "El Derecho", 
tomo 79, página 324 y siguientes). 

L a realidad patrimonial actual ele Proartc!, 
que no obstante su forma jurídica autoriza a 
identificarla con el Estado, priva de todo susten-
to a las argumentaciones que aluden al origen 
privado de la empresa. 

No podemos dejar de advertir la identidad de 
personas —Estado nacional y Proartel— que se 
produce con la modificación de la sociedad clcc-
tuuda mediante convenio celebrado con leclia 
18 de octubre de 1977, aprobado por el Poder 
Ejecutivo nacional por medio del decreto 1 9 3 / 
78. Esto es fruto de la ley 20.966, dictada (-11 
1975, por la que se declaró la estatización de 
todos los canales de televisión en aquel momen-
to. Es así que se estatizaron los canales 9, 11 y 
13. 

A raíz de esa medida, Canal 13 y Proartel ini-
ciaron acciones contra el Poder Ejecutivo y fi-
nalmente se llegó al acuerdo que se reflejó en 
el decreto 1 9 3 / 7 8 , publicado en el Boletín Ofi-
cial el 10 de febrero de ese año, y en el decreto 
939, que faculta al Poder Ejecutivo a designar 
las autoridades. Es claro que se trata de una em-
presa que pertenece al Estado. 

Al tratai- el tema de los conflictos interadmi-
nistrativos nuestros tribunales, para 110 excluir-
los de los beneficios de la ley 19.983, han expre-
sado: " E l incremento del intervencionismo esta-
tal en las actividades económicas ha traído apa-
rejada la necesidad de un desarrollo intenso de 
la administración pública que, por razones de 
practicidad y mayor eficiencia, dieron origen en 
su momento al fenómeno de descentralización 
de ciertas funciones y actividades estatales. Pe-
ro esa dicotomía entre administración centrali-
zada y descentralizada no puede verse ni ser to-
mada como dos mundos diferentes, como organi-
zaciones independientes, pues la administración 
del Estado es única, y su accionar y existencia 
no puede ser fraccionada por sectores incomu-
nicados e impenetrables". Este es un fallo en pri-
mera instancia. 

Asimismo, cabc hacer notar que Canal 11 
— D I C O N , Difusión Contemporánea— es una 
sociedad anónima de derecho común, pero el 
Estado nacional es titular del 98,8 por ciento 
del capital social y en ninguna de las asambleas 
realizadas se presentó el resto de los accionistas. 
D e esa forma, se llega a la conclusión de que 
esta empresa también pertenece al Estado, a 
través de la SIP, y su desenvolvimiento está su-
jeto a las disposiciones y normas de esta última. 

También hay que destacar que la mayor parto 
de los juicios que se originaron datan de 1977, 
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es decir cuando el proceso se hizo cargo de los 
medios y modificó las condiciones laborales, so-
bre todo en materia de horas extras. 

Al ser violada la ley 21.476 se inicia una serie 
de juicios, cuyo monto — c o m o ya he dicho— 
ha sido cuantificado al 31 de diciembre de 1985 
en la suma de 5.200.000 australes. 

Por todo lo expuesto, solicito de esta Honora-
ble Cámara la aprobación del artículo 28 con el 
agregado propuesto. 

Sr. Presidente (Pugliese). — Tiene la palabra 
el señor diputado por la Capital. 

Sr. Alsogaray. — L a exposición que acabamos 
de escuchar no aclara mi duda. Aquí lo único que 
se ha hecho es agregar más gastos; aparentemen-
te, algunos ya se han realizado y otros están pen-
dientes de los fallos judiciales. Aun con la mo-
dificación que se introducirá a este artículo sigue 
en pie mi pregunta de si vamos a fijar un límite al 
Poder Ejecutivo o si vamos a dejar abierta la 
posibilidad de que pague cualquier importe re-
sultante de la explotación absurda de estos ca-
nales de televisión y de estas radios. 

Sr. Rodríguez (Jesús). — Oportunamente res-
ponderé a todas las preguntas y objeciones. No 
corresponde que se entable un diálogo para sa-
tisfacer las inquietudes del señor diputado Also-
garay. 

Sr. Alsogaray. — Entonces, si no hay una res-
puesta a mi p r e g u n t a . . . 

Sr. Presidente (Pugliese). — E l señor diputado 
expresa que le contestará en su oportunidad den-
tro del tiempo previsto para la consideración de 
este artículo. 

Sr. Alsogaray. — E n consecuencia, me voy a 
adelantar a la contestación y propondré la si-
guiente modificación. E n lugar de que se diga 
que se autoriza al Poder Ejecutivo nacional a 
otorgar una ayuda financiera sugiero que se pro-
hiba al gobierno nacional brindar apoyo finan-
ciero a estas empresas. Si no pueden funcionar, 
que vayan a la quiebra. Seguramente, alguien las 
va a comprar y seguirán prestando un servicio 
al país. E n cambio, en la actualidad están pro-
duciendo un deterioro. 

Sr. Presidente (Pugliese). — Tiene la palabra 
el señor diputado por L a Pampa. 

Sr. Matzkin. — Señor presidente: nuestra ban-
cada votará negativamente el artículo 28. Como 
diputados, lo mínimo que tenemos derecho a 
conocer es el cuándo, el por qué y el a quién. 
¡Qué menos que la existencia de una planilla 
anexa que nos permita conocer el destino de es-
tos fondos! 

Sin embargo, debo reconocer que éste es uno 
de los artículos más coherentes de este presu-

puesto, ya que autoriza el pago de lo que sea a 
las empresas. Esto es lo que hemos criticado du-
rante la discusión de este proyecto. Así, hemos 
dicho que no era necesaria una redacción tan 
extensa y que bastaba un par de artículos con 
una estructura similar a la del que estamos con-
siderando. Nos habríamos ahorrado bastantes ho-
ras de trabajo si colocábamos la siguiente sen-
tencia: "Autorízase a pagar a quien sea lo que 
sea por cualquier causa". Realmente, se trata de 
uno de los artículos más coherentes dentro de los 
criterios que han inspirado a esta iniciativa. Es-
tas son las razones por las que nuestro voto será 
negativo. 

Sr. Presidente (Pugliese). — Tiene la palabra 
el señor diputado por la Capital. 

Sr. Rodríguez (Jesús). — Señor presidente: lue-
go de estas dos histriónicas intervenciones — n o 
me anima ninguna intención peyorativa—, diré 
que en la página 261 del orden del día que es-
estamos considerando figura la información que 
se ha requerido en este recinto. L a cifra debe 
buscarse en el sector 3 —se trata de las transfe-
rencias— correspondiente a la función 20 y a la 
jurisdicción de la Presidencia de la Nación. Aquí 
se encuentra la partida correspondiente a este 
artículo que, como bien se ha dicho, no tiene 
una planilla anexa, pero refleja la imputación 
presupuestaria que se ha realizado, la que im-
plica una suma similar en términos reales a la del 
ejercicio 1985. 

Respecto de la modificación propuesta por la 
señora diputada Díaz de Agüero, es aceptada por 
la comisión. 

Sr. Presidente (Pugliese). — Tiene la palabra 
el señor diputado por Buenos Aires. 

Sr. Monserrat. — Señor presidente: m e parece 
innecesario abundar en consideraciones para po-
ner en evidencia la importancia que tienen en 
la vida de toda comunidad los modernos medios 
de comunicación social; pero consideramos que 
lamentablemente en nuestro país se ha acentua-
do en las últimas décadas la deformación en el 
uso de estos importantes instrumentos, y esto ha 
servido para la penetración cultural extranjera y 
para la alteración de los valores fundamentales 
de nuestra sociedad. 

Entendemos que es procedente —tal como 
aquí se ha dicho— brindar el apoyo necesario 
por parte del Estado para el correcto funciona-
miento de los medios de comunicación social; 
pero este correcto funcionamiento está dado por 
la posibilidad y la necesidad de servir a una in-
formación objetiva e imparcial para nuestro pue-
blo y en el hecho de que su accionar esté cla-
ramente dirigido a la afirmación de los valores 
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que conforman nuestro ser nacional. Considera-
mos que lamentablemente estas condiciones no 
se dan en las actuales circunstancias, sobre todo 
en los canales de televisión. 

No se dan porque frecuentemente se los utili-
za con un sentido partidista y, en consecuencia, 
no cumplen efectivamente con una misión infor-
mativa objetiva e imparcial, y tampoco contri-
buyen a la formación de la cultura nacional, por-
que la mayor parte de su programación está ba-
sada en series y películas extranjeras que exal-
tan a una sociedad consumista, absolutamente 
ajena y contrapuesta a los valores de nuestra co-
munidad. 

Por otra parte, también es evidente que per-
manentemente exaltan la violencia y el sadismo, 
y promueven una concepción de carácter colo-
nialista que no se corresponde con los valores 
fundamentales a los que hacía referencia, valo-
res que en estos días y en el marco de la vida 
democrática el pueblo argentino se ha fijado 
como objetivo rescatar y afirmar. 

Pensamos que en esta materia debe legislarse 
teniendo en cuenta el establecimiento de un ré-
gimen que brinde adecuadas garantías en orden 
a preservar el mayor grado de libertad y parti-
cipación de todos los sectores interesados en esta 
actividad. Los medios de comunicación deben 
ser fundamentalmente un instrumento útil para 
la consolidación de una cultura nacional. Estas 
condiciones no están dadas; por eso creo que 
este artículo del proyecto de presupuesto de-
bería contar con un agregado que contemple esa 
nueva concepción con respecto al manejo de los 
medios de comunicación y que posibilite revisar 
de manera integral los mecanismos que hasta el 
presente han regulado la actividad de estos 
medios. 

E l presente artículo sólo se limita a establecer 
una ayuda de carácter económico; por eso consi-
dero que debería agregarse un párrafo que diga 
lo siguiente: "A los efectos de preservar el ma-
yor grado de libertad y participación de todos 
los sectores interesados en la actividad, deberá 
crearse un ente autárquico que tendrá a su cargo 
las funciones de control de gestión. Dicho ente 
deberá estar integrado por representantes del 
órgano estatal competente, ele las universidades, 
de las entidades representativas de los trabaja-
dores de la cultura vinculados a la actividad, ac-
tores, autores, músicos, periodistas, locutores, et-
cétera, y de los partidos políticos con represen-
tación parlamentaria en la forma y condiciones 
que la ley le atribuye." 

E n estos términos, resultaría aceptable seguir 
brindando —tal como se lo viene haciendo hasta 
el presente, año tras a ñ o — una ayuda o contribu-

ción para el funcionamiento de estos medios. 
E n las actuales condiciones, en que no prestan 
un servicio eficaz a nuestro pueblo y no cumplen 
con esos objetivos señalados, fundamentales para 
la afirmación de la cultura nacional, es totalmen-
te inconveniente y fuera de lugar sostener este 
sistema. 

Por los motivos expuestos, propongo el agre-
gado del párrafo al que di lectura. 

Sr. Presidente (Pugliese). — Tiene la palabra 
el señor diputado por Buenos Aires. 

Sr. Clérici. — Señor presidente: trataré de que 
mi intervención no esté imbuida de histrionismo. 

H e procurado escuchar atentamente a la se-
ñora diputada Díaz de Agüero, especialmente en 
la información que brindaba acerca de la mejo-
ría relativa de la situación de los canales 11 y 
13 y de otros medios controlados por la Secre-
taría de Información Pública entre los años 1984 
y 1986. Se habló mucho sobre el tema y soy cons-
ciente de que estos medios no dependen de la 
Secretaría de Información Pública aunque sí del 
Poder Ejecutivo nacional; pero no escuché nin-
guna información relativa a Argentina Televisora 
Color - LS82 Canal 7 S.A., cosa que también 
sería interesante conocer. 

Sr. Presidente (Pugliese). — Tiene la palabra 
la señora diputada por Córdoba. 

Sra. Díaz de Agüero. — Quiero aclarar que 
el caso de A T C no se ha tratado en esta sesión 
porque no corresponde; además, no puede estar 
incluido dentro de este artículo que sólo se re-
fiere a los medios administrados por la Secretaría 
de Información Pública. D e todas maneras, si el 
señor diputado Clérici lo estima oportuno tam-
bién podemos hablar sobre el particular. 

Sr. Presidente (Pugliese). — Continúa en el uso 
de la palabra el señor diputado por Buenos 
Aires. 

Sr. Clérici. — E l artículo 28 autoriza al Poder 
Ejecutivo nacional a otorgar ayuda financiera 
a las empresas de radiodifusión y canales de 
televisión administrados o intervenidos por el 
Estado, y no se refiere específicamente a la Se-
cretaría de Información Pública. Por otra parte, 
la Secretaría de Cultura es parte del Estado 
nacional. 

Procuré escuchar atentamente la información 
que daba la señora diputada y entendí que si 
estos medios de difusión del Estado nacional 
tienen exceso de personal, sufren retracción de 
la inversión publicitaria, soportan sus tarifas 
congeladas por el plan austral, presentan nece-
sidad de reequipamiento y mantienen un défi-
cit crónico, en realidad es un problema del pue-
blo argentino que él mismo debe pagar. 
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E n cambio, si lo mismo sucediera en una em-
presa privada, es decir, si presentara la necesi-
dad de despedir personal, sería un problema de 
la empresa privada y de su personal. Si la em-
presa privada tuviera retracción de la inversión 
publicitaria, se viera alcanzada por la eonge-
laei ín de tarifas impuesta por el plan austral 
o debiera reequiparse, serían problemas propios 
de la empresa privada. Por otro lado, si la em-
presa privada tuviera un déficit crónico, que-
braría, pero en ninguno de todos estos casos 
que he mencionado sería el pueblo argentino 
el que tendría que pagar los errores empresa-
rios. 

L o que ocurre es que aquí estamos ante la 
eterna cuestión de que el pueblo argentino debe 
pagar los errores empresarios del Estado, inclu-
so en áreas como ésta, que se prestan además 
al manipuleo político de la información, o sea 
que el pueblo argentino debe pagar en lo eco-
nómico y también en términos de libertad de 
expresión. 

Sr. Presidente (Pugliese). — Tiene la palabra 
el señor diputado por la Capital. 

Sr. Rodríguez (Jesús). — L a comisión no acep-
ta la propuesta del señor diputado Monscrrat. 

Sr. Presidente (Pugliese). — ¿La comisión acep-
ta la propuesta efectuada por la señora dipu-
tada por Córdoba? 

Sr. Rodríguez (Jesús). — Sí, señor presidente. 
En cuanto a lo manifestado por el señor dipu-

tado Clórici, quiero aclarar que en la página 
417 del orden del día figura la planilla corres-
pondiente a transferencias e inversión financie-
ra de la administración central a empresas pú-
blicas, en la que podrá encontrar las cifras co-
rrespondientes a Argentina Televisora Color -
LS82 Cana] 7 S.A., donde se observa una re-
ducción en términos reales ele la transferencia 
del orden del 37,07 por ciento del año 1986 con 
respecto a 1985. 

Sr. Monserrat. — Pido la palabra para solici-
tar una aclaración, señor presidente. 

Sr. Presidente (Pugliese). — Tiene la palabra 
el señor diputado por Buenos Aires. 

Sr. Monse.rat. — Deseo que se me aclare si 
la Comisión de Presupuesto y Hacienda ha 
aceptado o no el agregado que propuse en su 
oportunidad. 

Sr. Presidente (Pugliese). — El presidente de 
la Comisión de Presupuesto y Hacienda acaba 
de dejar constancia de que la comisión no lo 
ha aceptado, señor diputado. 

Tiene la palabra el señor diputado por L a 
Pampa. 

S:. Matzkin. — Señor presidente: en ocasión 
de fundamentar brevemente nuestro voto, lo hi-
cimos por dos razones. En primer lugar, por-
que no conocíamos —por medio del articulado, 
ni de alguna planilla anexa o listado— quiénes 
y con cuánto íbamos a ayudar. En segundo lu-
g a / , porque también ignorábamos la cifra per-
tinente. 

T.imbién dijimos que, por una razón de ho-
nestidad intelectual, debíamos reconocer la co-
hereneia de estos artículos. Ahora resulta que 
por haber calificado a la bancada oficialista de 
coherente nos contestan que somos histriónicos. 
Realmente, es bastante incomprensible. 

No obstante, vuelvo a insistir y a fundamen-
tar que por más que se la busque, no existe en 
este artículo ninguna cifra que avale una can-
tidad que se vaya a transferir a estas empre-
sas. Dicha cifra puede ser la que se lia men-
cionado, o una mayor, o una menor, porque a 
lo largo de todo el debate se ha demostrado 
que por medio del régimen de autorizaciones 
que aquí se instituye ninguna ele las cifras apro-
badas tiene realmente asidero alguno. 

Por ello volvemos a insistir en que, cualquiera 
sea la cifra aprobada para una determinada ju-
risdicción, lugar, finalidad o función del presu-
puesto, esa cifra no tiene ningún tipo de validez 
porque puede ser modificada hacia arriba o ha-
cia abajo. 

Quiero reiterar mi insistencia en el sentido de 
que no existe ninguna cifra que tenga un aside-
ro concreto, que nos permita conocer el apoyo 
que se va a efectuar a las empresas que no se 
citan en el artículo 28. 

Sr. Presidente (Pugliese). — Se va a llamar pa-
ra votar el artículo 28 con el agregado propuesto 
por la señora diputada Díaz ele Agüero y acep-
tado por la comisión. 

—Se llama pnra votar. Luego (le unos ins-
tantes : 

Sr. Presidente (Pugliese). — Se va a votar el 
artículo 28. 

—Resul ta afirmativa. 

Sr. Presidente (Pugliese). — E n consideración 
el artículo 29. 

Tiene la palabra el señor diputado por For-
mosa. 

Sr. Fappiano. — Señor presidente: entiendo 
que este artículo resulta obvio y que no tiene 
ningún sentido. El auxilio del Tesoro para aten-
der apremios financieros ya está contemplado en 
la ley de contabilidad y en la ley complemen-
taria permanente del presupuesto. 
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Por ello vamos a votar en contra de este ar-
tículo. 

Sr. Presidente (Pugliese). — Se va a votar el 
artículo 29. 

—Resulta afirmativa. 
—Sin observaciones, se vola y aprueba el 

artículo 30. 

Sr. Presidente (Pugliese). — En consideración 
el artículo 31. 

Tiene la palabra el señor diputado por For-
mosa. 

Sr. Fappiano. — Señor presidente- solicito al 
señor miembro informante de la comisión que 
me explique cuál es esta disposición de facto 
23.033, del 15 de diciembre de 1983. Tengo en-
tendido que el gobierno constitucional se insta-
ló el 10 de diciembre de ese año y en consecuen-
cia aquí debe haber un error en cuanto a la fe-
cha, que debería subsanarse. 

Sr. Presidente (Pugliese). — Necesariamente, 
tiene que haberlo. 

Sr. Fappiano. — E n segundo lugar, entende-
mos que esta delegación de facultades al Banco 
Central no corresponde. Por ello, vamos a votar 
negativamente este artículo. 

Sr. Presidente (Pugliese). — ¿La comisión acep-
ta la modificación? 

Sr. Rodríguez (Jesús). — Sí, la comisión acepta; 
y vamos a proponer un agregado al inciso a) de 
este artículo. Después de la expresión " . . . no-
venta (90) d í a s . . . " , debe agregarse la expresión 
" . . . o m á s . . . " . Además proponemos sustituir el 
inciso b) por el siguiente: "Pactar el pago perió-
dico de los servicios trimestralmente o a mayor 
plazo". 

También propongo que se suprima la fecha 
explicitada en el último párrafo del artículo 31, 
antes de los incisos, para salvar la observación 
del diputado Fappiano. 

Sr. Monserrat. — Pero en este sentido creo que 
primero tendría que determinarse si la ley 23.033 
se sancionó antes o d e s p u é s . . . 

Sr. Presidente (Pugliese). — Es evidente que el 
15 de diciembre de 1983 este Congreso no san-
cionó ninguna ley. Tampoco pudo haber sancio-
nado una ley de facto. 

Sr. Monserrat. — A eso se llega por una de-
ducción. 

—Varios señores diputados hablan a la vez. 

Sr. Monserrat. — De todas maneras, quiero re-
ferirme, fundamentalmente, al contenido de este 
artículo, para dejar sentado el voto negativo de 
mi bancada, por cuanto esto implica una nueva 
delegación de facultades, además de modificarse 
normas que son absolutamente ajenas a la ley 
de presupuesto. 

Sr. Presidente (Pugliese). — Se va a votar el 
artículo 31 con las modificaciones indicadas. 

—Resulta afirmativa. 

Sr. Presidente (Pugliese). — E n uso de las atri-
buciones conferidas a la Presidencia por el ar-
tículo 157 del reglamento, invito a la Honorable 
Cámara a pasar a cuarto intermedio hasta el pró-
ximo miércoles 2 5 a las 18 horas. 

—Se pasa a cuarto intermedio a la hora 
23 y 5. 

LORENZO D . CEDHOLA. 
Director del Cuerpo de Taquígrafos . 
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A P E N D I C E 

INSERCIONES 

INSERCION SOLICITADA POR LA SEÑORA DIPUTADA FALCIONI DE BRAVO 

Opinión de la señora diputada con respecto 
a los artículos 21 a 25 del proyecto de ley de presupuesto 

Señor presidente: 
En nombre del bloque del Partido Bloquista de S.m 

Juan, quiero formular mi oposición a la modalidad de 
tratamiento de! cupo fiscal que surge de los artículos 
21 a 25 inclusive, del proyecto que estamos analizando 
en particular. 

En el artículo 21: 
En este artículo 21 que modifica el artículo 10 de la 

ley 21.608, propongo que se agregue un plazo para la 
imputación que debe realizar la Secretaría de I-lacienda 
antes de la autorización correspondiente. En tal virtud 
sugiero agregar el siguiente párrafo: 

. . ."a tal efecto la Secretaría de Hacienda dispondrá 
de hasta treinta días corridos. Cumplido el plazo, la 
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autoridad de aplicación otorgará los beneficios de la 
promoción". 

Además, en este artículo convendría suprimir el si-
guiente párrafo: 

"El Ministerio de Economía, a propuesta de la Se-
cretaría de Hacienda, establecerá la metodología de 
cálculos del costo fiscal teórico." 

Propongo esta supresión en razón de entender que en 
la fijación de la metodología mencionada debe interve-
nir la autoridad de aplicación. Con este agregado, ese 
párrafo queda incluido en el artículo 22 de la ley de 
facto 22.021, modificado por el artículo 23 del proyecto 
que estamos analizando. 

En el artículo 23: 
En este artículo 23, que modifica el artículo 22 de 

la ley de facto 22.021, estimo que la autoridad de apli-
cación deberá calcular el costo fiscal teórico que surja 
de la aplicación de la ley 22.021. Esto se justifica por 
entender que se trata de un error mencionar los bene-
ficios de ohas leyes (ley 21.608 y 17.597) para calcu-
lar el costo fiscal emergente de la aplicación de la !ey 
22.021. 

Además, en este artículo considero conveniente agre-
gar un párrafo similar al que propuse en el artículo 
21 del proyecto: 

" . . . A tul efecto la Secretaría de Hacienda dispon-
drá de hasta treinta días corridos. Cumplido el plazo la 
autoridad de aplicación otorgará los beneficios de la 
promoción." 

Propongo también agregar: "El Ministerio de Econo-
mía fijará anualmente, en base a las propuestas de la 
autoridad de aplicación y de la Secretaría de Hacienda, 
un importe o cupo total dentro del cual se podrán apro-
bar nuevos beneficios. Este cupo total se refiere a la 

suma del costo fiscal teórico a devengarse en todos los 
años en que tengan en vigencia los beneficios que se 
otorguen". 

En el artículo 24: 
Observo que el sistema adoptado por el proyecto pa-

ra imputar Jos beneficios fiscales que se otorgan a ius 
empresas acogidas a los regímenes de promoción indus-
trial, ha variado sustancialmente respecto de lo que 
venía rigiendo en años anteriores. 

En efecto, mientras hasta ahora los beneficios acor-
dados se imputaban año tras año durante todo el término 
de su vigencia, en el actual proyecto se establece una im-
putación global —comprensiva de toda la suma acorda-
d a — prevista para el presupuesto de 1986. 

De esa forma se reducen sustancialmente las posibili-
dades de promoción para ejercicios futuros, lo que 
perjudica sensiblemente no sólo a la provincia de San 
Juan —a cuyos intereses me debo— sino a varios otros 
estados provinciales que poseen similares regímenes de 
promoción. 

Por otra parte, las cifras previstas para el cupo fiscal 
en el proyecto de presupuesto —25 millones de austra-
les— no reflejan ni aproximadamente las necesidades de 
financiación de mi provincia, toda vez que según las 
estimaciones efectuadas debería ascender —de adop-
tarse el sistema de imputación global— a 300 millones 
J e australes para cada provincia que posea un régimen 
de promoción. 

En conclusión, señor presidente, de adoptarse el 
sistema de imputación que propugna el proyecto, debe-
ría aumentarse sensiblemente el monto del cupo fiscal 
previsto. En caso contrario, si se pretende mantener la 
cifra de 25 millones de australes, deberá corresponder 
sólo al presente ejercicio, imputándose en consecuencia 
los beneficios fiscales según el sistema anual observado 
hasta el presente. 

Dejo en consecuencia planteada la oposición de mi 
bloque a lo propuesto por los artículos 21 a 25 inclu-
sive del proyecto que estamos analizando. 


